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tercer perÍodo ordinario de 
sesiones  del seGUndo año de 

ejercicio constitUcional.

sesiÓn ordinaria.

 acta del 11 de jUlio de 2017.

libro 6                      sesiÓn nº  14    

SUMARIO

INICIO, 11:28 HRS.
CLAUSURA, 12:32 HRS. 
ASISTENCIA: 25 DIPUTADOS.
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II .- SE PRESENTA  AL PLENO EL ORDEN DEL DÍA. 

III.- LECTURA DE LA SÍNTESIS DEL ACTA DE LA SESIÓN 
ORDINARIA DE FECHA SEIS DE JULIO DEL AÑO 2017,  DIS-
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RA DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA.
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TURA DEL ESTADO DE ZACATECAS.

C) INICIATIVA RELATIVA A LA ExPEDICIÓN DE LA   LEY 
DE FOMENTO Y PROMOCIÓN AL JOVEN EMPRENDE-
DOR, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS INTEGRANTES 
DE LA FRACCIÓN LEGISLATIVA DEL PARTIDO ACCIÓN 
NACIONAL.

D) INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL qUE 
SE REFORMA LA LEY DE LOS TRABAJADORES AL SERVI-

CIO DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE YUCATáN, SIGNADA 
POR EL DIPUTADO JOSé ELÍAS LIxA ABIMERHI.

E) INICIATIVA qUE ADICIONA EL ARTÍCULO 32 TER A LA 
LEY DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO Y 
MUNICIPIOS DE YUCATáN, SUSCRITA POR EL DIPUTADO 
MARBELLINO áNGEL BURGOS NARVáEZ.

F) INICIATIVA POR LA qUE SE ADICIONAN DIVERSOS AR-
TÍCULOS A LA LEY DE LA JUVENTUD DEL ESTADO DE YU-
CATáN, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS INTEGRANTES 
DE LA FRACCIÓN LEGISLATIVA DEL PARTIDO ACCIÓN 
NACIONAL.

G) DICTAMEN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DE VIGI-
LANCIA DE LA CUENTA PúBLICA Y TRANSPARENCIA, 
RELATIVA A LA INICIATIVA qUE ExPIDE LA LEY DE PRO-
TECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SU-
JETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE YUCATáN.

V.- EN ASUNTOS GENERALES SOLICITARON E HICIERON 
USO DE LA  PALABRA LOS C.C. DIPUTADOS: JOSé ELÍAS 
LIxA ABIMERHI, MARÍA BEATRIZ ZAVALA PENICHE Y EVE-
LIO DZIB PERAZA.

VI.- CONVOCATORIA PARA LA PRÓxIMA SESIÓN qUE 
DEBERá CELEBRAR ESTE CONGRESO, Y CLAUSU-
RA DE LA PRESENTE, REDACCIÓN Y FIRMA DEL ACTA 
RESPECTIVA.

Acta 14/ 2°A/ 3° P. Ord./ 2017

En la ciudad de Mérida, capital del Estado de 
Yucatán, Estados Unidos Mexicanos, se reunieron 
los ciudadanos Diputados que integran la Sexagé-
sima Primera Legislatura del Congreso del Estado 
de Yucatán, en la sala de sesiones Plenarias del 
recinto del Poder Legislativo, con el fin de celebrar 
sesión ordinaria correspondiente al Tercer Perío-
do Ordinario de Sesiones del Segundo Año de su 
Ejercicio Constitucional. Para tal efecto, fueron 
debidamente convocados el día jueves seis de ju-
lio del año dos mil diecisiete, para la celebración 
de la sesión del martes once del presente mes y 
año a las once horas.

 
Preside la sesión la Diputada Verónica Noemí 

Camino Farjat y se desempeñan como Secreta-
rios, los Diputados María del Rosario Díaz Gón-
gora y Rafael Gerardo Montalvo Mata, quienes 
conforman la Mesa Directiva del Tercer Período 
Ordinario de Sesiones correspondiente al Segun-
do Año de su Ejercicio Constitucional, cargo para 
el cual fueron designados.

La Presidenta de la Mesa Directiva comunica 
que en estos momentos se abre el sistema elec-
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trónico para que los señores Diputados puedan 
registrar su asistencia, por lo que solicitó a la Se-
cretaria Diputada María del Rosario Díaz Góngo-
ra, dé cuenta de ello y constate el cuórum.

Para dar cuenta de ello y constatar el cuórum, 
la Secretaria Diputada María del Rosario Díaz 
Góngora, informa a los Diputados que el sistema 
electrónico de registro se encuentra abierto hasta 
por dos minutos.

De acuerdo al sistema electrónico de regis-
tro, la Secretaria Diputada María del Rosario 
Díaz Góngora, informó a la Presidencia el 

resultado de los Legisladores asistentes, encon-
trándose reunidos en esta sesión, veinticinco Di-
putados que se relacionan a continuación: María 
Ester Alonzo Morales, Manuel Jesús Argáez Ce-
peda, David Abelardo Barrera Zavala, Marbellino 
ángel Burgos Narváez, Josué David Camargo 
Gamboa, Verónica Noemí Camino Farjat, María 
del Rosario Díaz Góngora, Manuel Armando Díaz 
Suárez, Evelio Dzib Peraza, Enrique Guillermo 
Febles Bauzá, Elizabeth Gamboa Solís, Daniel Je-
sús Granja Peniche, Antonio Homá Serrano, José 
Elías Lixa Abimerhi, María Marena López García, 
Rafael Gerardo Montalvo Mata, Raúl Paz Alonzo, 
Jesús Adrián quintal Ic, Celia María Rivas Rodrí-
guez, Ramiro Moisés Rodríguez Briceño, Henry 
Arón Sosa Marrufo, Diana Marisol Sotelo Rejón, 
Marco Alonso Vela Reyes, Jazmín Yaneli Villanue-
va Moo y María Beatriz Zavala Peniche.

Se declaró legalmente constituida la sesión, 
por existir el cuórum reglamentario, siendo las 
once horas con veintiocho minutos.

El Orden del Día fue el siguiente:

I.- Lectura del Orden del Día.
II.- Lectura de la síntesis del acta de la sesión or-
dinaria de fecha seis de julio del año 2017,  discu-
sión y aprobación.
III.- Asuntos en cartera:
a) Oficio número 3662 de la Honorable Legislatura 
del Estado de Baja California.
b) Circular número 010 de la Honorable Legislatu-
ra del Estado de Zacatecas.
c) Iniciativa relativa a la expedición de la   Ley de 
Fomento y Promoción al Joven Emprendedor, sus-
crita por los Diputados integrantes de la Fracción 
Legislativa del Partido Acción Nacional.
d) Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se 

reforma la Ley de los Trabajadores al Servicio del 
Estado y Municipios de Yucatán, signada por el 
Diputado José Elías Lixa Abimerhi.
e) Iniciativa que adiciona el artículo 32 ter a la Ley 
de los Trabajadores al Servicio del Estado y Muni-
cipios de Yucatán, suscrita por el Diputado Marbe-
llino ángel Burgos Narváez.
f) Iniciativa por la que se adicionan diversos artícu-
los a la Ley de la Juventud del Estado de Yucatán, 
suscrita por los Diputados integrantes de la Frac-
ción Legislativa del Partido Acción Nacional.
g) Dictamen de la Comisión Permanente de Vigi-
lancia de la Cuenta Pública y Transparencia, rela-
tiva a la Iniciativa que expide la Ley de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obli-
gados del Estado de Yucatán.
IV.- Asuntos generales.
V.- Convocatoria para la próxima sesión que debe-
rá celebrar este Congreso, y
VI.- Clausura de la sesión, redacción y firma del 
acta respectiva.

II.- El Secretario Diputado Rafael Gerar-
do Montalvo Mata, dio lectura a la sín-
tesis del acta de la sesión ordinaria de 

fecha seis de julio del año dos mil diecisiete, la 
cual fue puesta a discusión y no habiéndola, se 
sometió a votación, en forma económica, siendo 
aprobada por unanimidad.  

III.- A continuación, la Secretaria Dipu-
tada María del Rosario Díaz Góngora, 
dio inicio a la lectura de los asuntos en 

cartera:

A) Oficio número 3662 de la Honorable Legis-
latura del Estado de Baja California, con el que 
comunica la designación de la Mesa Directiva, co-
rrespondiente al Tercer Período Ordinario de Sesio-
nes del Primer Año de Ejercicio Constitucional de 
la xxII Legislatura de ese Estado.- ENTERADO.

El Secretario Diputado Rafael Gerardo Mon-
talvo Mata, dio lectura al siguiente asunto en 
cartera:

B) Circular número 010 de la Honorable Legis-
latura del Estado de Zacatecas, con la que infor-
ma la clausura del Segundo Período Ordinario de 
Sesiones, dentro del Primer Año de su Ejercicio 
Constitucional, quedando integrada la Comisión 
Permanente que presidirá los trabajos del segun-
do período de receso.- ENTERADO.
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La Secretaria Diputada María del Rosario 
Díaz Góngora, dio lectura al siguiente asunto en 
cartera:

  
C) Iniciativa relativa a la expedición de la  Ley 

de Fomento y Promoción al Joven Emprendedor, 
suscrita por los Diputados integrantes de la Frac-
ción Legislativa del Partido Acción Nacional. 

SE TURNÓ A LA COMISIÓN PERMANENTE 
DE DESARROLLO ECONÓMICO Y FOMENTO 
AL EMPLEO, PARA SU ESTUDIO Y DICTAMEN.

El Secretario Diputado Rafael Gerardo Mon-
talvo Mata, dio lectura al siguiente asunto en 
cartera:

D) Iniciativa con Proyecto de Decreto por el 
que se reforma la Ley de los Trabajadores al Ser-
vicio del Estado y Municipios de Yucatán, signada 
por el Diputado José Elías Lixa Abimerhi.

FUE TURNADA A LA COMISIÓN PERMA-
NENTE DE PUNTOS CONSTITUCIONALES 
Y GOBERNACIÓN, PARA SU ESTUDIO Y 
DICTAMEN.

La Secretaria Diputada María del Rosario 
Díaz Góngora, dio lectura al siguiente asunto en 
cartera:

E) Iniciativa que adiciona el artículo 32 ter a 
la Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado 
y Municipios de Yucatán, suscrita por el Diputado 
Marbellino Ángel Burgos Narváez. 

SE TURNÓ A LA COMISIÓN PERMANENTE 
DE PUNTOS CONSTITUCIONALES Y GOBER-
NACIÓN PARA SU ESTUDIO Y DICTAMEN.

El Secretario Diputado Rafael Gerardo Mon-
talvo Mata, dio lectura al siguiente asunto en 
cartera:

F) Iniciativa por la que se adicionan diversos 
artículos a la Ley de la Juventud del Estado de Yu-
catán, suscrita por los Diputados integrantes de la 
Fracción Legislativa del Partido Acción Nacional.

FUE TURNADA A LA COMISIÓN PERMA-
NENTE DE DESARROLLO ECONÓMICO Y 
FOMENTO AL EMPLEO, PARA SU ESTUDIO Y 
DICTAMEN. 

La Secretaria Diputada María del Rosario 
Díaz Góngora, dio lectura al siguiente asunto en 
cartera:

G) Dictamen de la Comisión Permanente de 
Vigilancia de la Cuenta Pública y Transparencia, 
relativo a la Iniciativa que expide la Ley de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Yucatán.

En virtud de que el dictamen ya ha sido distri-
buido en su oportunidad a todos y cada uno de los 
integrantes del Pleno, la Presidenta de la Mesa 
Directiva de conformidad con las facultades que 
le confiere el artículo 34 fracción VII de la Ley de 
Gobierno del Poder Legislativo del Estado de Yu-
catán, así como lo establecido en el artículo 84 
de su propio Reglamento, solicitó la dispensa del 
trámite de lectura del dictamen, con el objeto de 
que sea leído únicamente el decreto contenido en 
el mismo, en forma económica.

Se concedió la dispensa del trámite solicitado, 
en forma económica, por unanimidad. En tal vir-
tud la Secretaria Diputada María del Rosario Díaz 
Góngora dio lectura al decreto.

D E C R E T O: 

Ley de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Yucatán. 

Título primero.
Disposiciones generales. 

Capítulo único. 

Artículo 1. Objeto.  

Esta ley es de orden público y de observancia obli-
gatoria en el estado de Yucatán y tiene por objeto 
establecer las bases, los principios y procedimien-
tos para garantizar el derecho a la protección de 
datos personales en posesión de sujetos. 

El Instituto Estatal de Acceso a la Información Pú-
blica y Protección de Datos Personales ejercerá 
las atribuciones y facultades que le otorga esta 
ley. 

Son sujetos obligados por esta ley, cualquier auto-
ridad, dependencia, entidad, órgano y organismo 
de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 
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ayuntamientos, organismos autónomos, partidos 
políticos, fideicomisos y fondos públicos de nivel 
estatal y municipal, que lleven a cabo tratamientos 
de datos personales.  

Artículo 2. Objetivos. 

Son objetivos de esta ley:  

I. Garantizar la observancia de los principios 
de protección de datos personales previstos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, ley general, esta ley y demás disposiciones 
que resulten aplicables en la materia.  

II. Proteger los datos personales en posesión 
de los responsables por esta ley, con la finalidad 
de regular su debido tratamiento.  

III. Garantizar que toda persona pueda ejercer 
el derecho a la protección de los datos personales 
en el estado.  

IV. Promover, fomentar y difundir una cultura 
de protección de datos personales.  

V. Fijar los estándares y parámetros que per-
mitan la implementación, mantenimiento y ac-
tualización de medidas de seguridad de carácter 
administrativo, técnico y físico que permitan la 
protección de los datos personales.  

VI. Establecer obligaciones, procedimientos 
y condiciones homogéneas que regirán el trata-
miento de los datos personales y el ejercicio de 
los derechos de acceso, rectificación, cancelación 
y oposición, mediante procedimientos sencillos y 
expeditos.  

VII. Definir los mecanismos para garantizar el 
cumplimiento y la efectiva aplicación de las medi-
das de apremio que correspondan para aquellas 
conductas que contravengan las disposiciones 
previstas en esta ley.  

VIII. Crear un catálogo de sanciones para 
aquellas conductas que contravengan las disposi-
ciones previstas en esta ley.  

Artículo 3. Definiciones.  

Para los efectos de esta ley se entenderá por:  

I. áreas críticas: las instancias de los sujetos 

obligados previstas en los respectivos reglamen-
tos interiores, estatutos orgánicos o instrumentos 
equivalentes, que cuentan o puedan contar, dar 
tratamiento, y ser responsables o encargadas de 
los datos personales.  

II. Aviso de privacidad: el documento puesto a 
disposición del titular forma física, electrónica o en 
cualquier formato generado por el responsable, 
a partir del momento en el cual se recaben sus 
datos personales, con el objeto de informarle los 
propósitos del tratamiento de los mismos.  

III. Bases de datos: el conjunto ordenado de 
datos personales referentes a una persona física 
identificada o identificable, condicionados a crite-
rios determinados que permitan su tratamiento, 
con independencia de la forma o modalidad de su 
creación, tipo de soporte, procesamiento, almace-
namiento y organización.  

IV. Bloqueo: la identificación y conservación 
de datos personales una vez cumplida la finalidad 
para la cual fueron recabados, con el único pro-
pósito de determinar posibles responsabilidades 
en relación con su tratamiento, hasta el plazo de 
prescripción legal o contractual de estas. Durante 
dicho periodo, los datos personales no podrán ser 
objeto de tratamiento y transcurrido éste, se pro-
cederá a su cancelación en la base de datos que 
corresponda. 

V. Comité de transparencia: la instancia a la 
que hace referencia el artículo 54 de la ley de 
transparencia.  

VI. Cómputo en la nube: el modelo de provisión 
externa de servicios de cómputo bajo demanda, 
que implica el suministro de infraestructura, plata-
forma o programa informático, distribuido de modo 
flexible, mediante procedimientos virtuales, en re-
cursos compartidos dinámicamente. 

VII. Consentimiento: la manifestación de la vo-
luntad libre, específica e informada del titular de 
los datos mediante la cual autoriza el tratamiento 
de los mismos.  

VIII. Datos personales: cualquier información 
concerniente a una persona física identificada o 
identificable expresada en forma numérica, alfa-
bética, alfanumérica, gráfica, fotográfica, acústi-
ca o en cualquier otro formato. Se considera que 
una persona es identificable cuando su identidad 
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puede determinarse directa o indirectamente a 
través de cualquier información, siempre y cuan-
do esto no requiera plazos, medios o actividades 
desproporcionadas.  

IX. Datos personales sensibles: aquellos que 
se refieran a la esfera más íntima de su titular, o 
cuya utilización indebida pueda dar origen a discri-
minación o conlleve un riesgo grave para éste. De 
manera enunciativa más no limitativa, se conside-
ran sensibles los datos personales que puedan re-
velar aspectos como origen racial o étnico, estado 
de salud presente o futuro, información genética, 
creencias religiosas, filosóficas y morales, opinio-
nes políticas y preferencia sexual.  

x. Derechos ARCO: los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición al tratamien-
to de datos personales.  

XI. Días: los días hábiles.  

xII. Disociación: el procedimiento mediante el 
cual los datos personales no pueden asociarse 
al titular ni permitir, por su estructura, contenido 
o grado de desagregación, la identificación del 
mismo.  

xIII. Documento de seguridad: el instrumento 
que describe y da cuenta de manera general so-
bre las medidas de seguridad técnicas, físicas y 
administrativas adoptadas por el responsable para 
garantizar la confidencialidad, integridad y dispo-
nibilidad de los datos personales que posee.  

xIV. Encargado: la persona física o jurídica, 
pública o privada, ajena a la organización del res-
ponsable, que sola o conjuntamente con otras, 
trate datos personales a nombre y por cuenta del 
responsable, sin ostentar poder alguno de deci-
sión sobre el alcance y contenido del mismo, así 
como limitar sus actuaciones a los términos fija-
dos por el responsable.  

xV. Evaluación de impacto en la protección de 
datos personales: el documento mediante el cual 
los sujetos obligados valoran los impactos reales 
respecto de determinado tratamiento de datos per-
sonales, a efecto de identificar y mitigar posibles 
riesgos que puedan comprometer el cumplimiento 
de los principios de esta ley, los derechos de los 
titulares, y los deberes de los responsables previs-
tos en la normativa aplicable.  

XVI. Fuentes de acceso público: aquellas ba-
ses de datos, sistemas o archivos que por disposi-
ción de ley puedan ser consultadas públicamente 
cuando no exista impedimento por una norma limi-
tativa y sin más exigencia que, en su caso, el pago 
de una contraprestación, tarifa o contribución. No 
se considerará fuente de acceso público cuando 
los datos personales contenidas en la misma sean 
obtenidas o tenga una procedencia ilícita, confor-
me a las disposiciones establecidas por esta ley y 
demás normativa aplicable.  

xVII. Instituto: el Instituto Estatal de Transpa-
rencia, Acceso a la Información Pública y Protec-
ción de Datos Personales.  

xVIII. Ley: la Ley de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de Sujetos Obligados del Es-
tado de Yucatán. 

xIx. Ley de transparencia: la Ley de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública del Esta-
do de Yucatán.  

xx. Ley general: la Ley General de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados.  

xxI. Ley general de transparencia: la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública.  

xxII. Medidas compensatorias: los mecanis-
mos alternos para dar a conocer a los titulares el 
aviso de privacidad, a través de su difusión por 
medios masivos de comunicación u otros de am-
plio alcance.  

xxIII. Medidas de seguridad: el conjunto de 
acciones, actividades, controles o mecanismos 
administrativos, técnicos y físicos que permiten 
garantizar la protección, confidencialidad, disponi-
bilidad e integridad de los datos personales.  

xxIV. Medidas de seguridad administrativas: las 
políticas y procedimientos para la gestión, soporte 
y revisión de la seguridad de los datos personales 
a nivel organizacional, la identificación, clasifica-
ción y borrado seguro de la información, así como 
la sensibilización, y capacitación del personal, en 
materia de protección de datos personales.  

xxV. Medidas de seguridad físicas: el conjunto 
de acciones y mecanismos para proteger el entor-
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no físico de los datos personales y de los recursos 
involucrados en su tratamiento. De manera enun-
ciativa más no limitativa, se deben considerar las 
siguientes actividades:  

a) Prevenir el acceso no autorizado al períme-
tro de la organización, sus instalaciones físicas, 
áreas críticas, recursos y datos personales.  

b) Prevenir el daño o interferencia a las insta-
laciones físicas, áreas críticas de la organización, 
recursos y datos personales.  

c) Proteger los recursos móviles, portátiles y 
cualquier soporte físico o electrónico que pudiera 
salir de la organización del responsable.  

d) Proveer a los equipos que contienen o alma-
cenan datos personales de un mantenimiento efi-
caz, que asegure su disponibilidad e integridad.  

xxVI. Medidas de seguridad técnicas: el con-
junto de acciones y mecanismos que se valen de 
la tecnología relacionada con hardware y software 
para proteger el entorno digital de los datos perso-
nales y los recursos involucrados en su tratamien-
to. De manera enunciativa más no limitativa, se 
deben considerar las siguientes actividades:

a) Prevenir que el acceso a las bases de da-
tos o a la información, así como a los recursos, 
sea por usuarios identificados y autorizados.  

b) Generar un esquema de privilegios para 
que el usuario lleve a cabo las actividades que re-
quiere con motivo de sus funciones.  

c) Revisar la configuración de seguridad en la 
adquisición, operación, desarrollo y mantenimien-
to del software y hardware.  

d) Gestionar las comunicaciones, operaciones 
y medios de almacenamiento de los recursos in-
formáticos en el tratamiento de datos personales.  

xxVII. Plataforma nacional: la Plataforma Na-
cional de Transparencia a que hace referencia el 
artículo 49 de la ley general de transparencia.  

xxIx. Remisión: la comunicación de datos per-
sonales realizada exclusivamente entre el respon-
sable y encargado, con independencia de que se 
realice dentro o fuera del Estado o del país.  

XXX. Responsable: los sujetos obligados a 
que se refiere el tercero párrafo del artículo 1 de 
esta ley.  

xxVIII. Sistema nacional: el Sistema Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Pro-
tección de Datos Personales.  

XXIX. Supresión: la baja archivística de los da-
tos personales conforme a la normativa archivísti-
ca aplicable, que resulte en la eliminación, borra-
do o destrucción de los datos personales bajo las 
medidas de seguridad previamente establecidas 
por el responsable.  

xxx. Titular: la persona física a quien corres-
ponden los datos personales.  

xxxI. Transferencia: la comunicación de datos 
personales dentro o fuera del territorio mexicano, 
realizada a persona distinta del titular, del respon-
sable o del encargado.  

xxxII. Tratamiento: cualquier operación o con-
junto de operaciones efectuadas mediante proce-
dimientos manuales o automatizados aplicados 
a los datos personales, relacionadas de manera 
enunciativa mas no limitativa, con la obtención, 
uso, registro, organización, conservación, elabo-
ración, utilización, comunicación, difusión, almace-
namiento, posesión, acceso, manejo, aprovecha-
miento, divulgación, transferencia o disposición de 
datos personales.  

xxxIII. Unidad de transparencia: la Instancia a 
la que hace referencia el artículo 59 de la ley de 
transparencia. 

Artículo 4.Datos personales.  

Los datos personales son irrenunciables, confi-
denciales, intransferibles e indelegables. Única-
mente su titular tiene libre acceso o puede solici-
tar su rectificación, en forma gratuita conforme los 
procedimientos previstos en esta ley; o bien siem-
pre que conste su consentimiento, para su uso en 
forma adecuada, relevante y estrictamente nece-
saria para la finalidad que justifica su tratamiento. 

Artículo 5. Interpretación.  

La interpretación de esta ley se realizará conforme 
a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Constitución Política del Estado, la 
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Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos, la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, otros tratados, declaraciones, pactos, 
convenciones y demás instrumentos internaciona-
les suscritos y ratificados por el Estado Mexica-
no, así como con base en la interpretación que 
de los mismos hayan realizado los tribunales 
competentes. 

Artículo 6. Supletoriedad.  

Todo lo no previsto en esta ley se aplicará de ma-
nera supletoria el Código de Procedimientos Civi-
les del Estado de Yucatán y Ley de Actos y Proce-
dimientos Administrativos del Estado de Yucatán.

 Artículo 7. Alcance.  

Esta ley será aplicable a cualquier tratamiento de 
datos personales que obren en soportes físicos 
o electrónicos, con independencia de la forma o 
modalidad de su creación, tipo de soporte, proce-
samiento, almacenamiento y organización.  

Artículo 8. Fuentes de acceso público. 

Para los efectos de esta ley, se considerarán como 
fuentes de acceso público:  

I. Las páginas de Internet o medios remotos 
o locales de comunicación electrónica, óptica y 
de otra tecnología, siempre que el sitio donde se 
encuentren los datos personales esté concebido 
para facilitar información al público y esté abierto 
a la consulta general.  

II. Los directorios telefónicos en términos de la 
normativa específica.  

III. Los diarios, gacetas o boletines oficiales, de 
acuerdo con su normativa.

IV. Los medios de comunicación social. 

V. Los registros públicos conforme a las dispo-
siciones que les resulten aplicables.  

Para que los supuestos enumerados en este artí-
culo sean considerados fuentes de acceso público 
será necesario que su consulta pueda ser realiza-
da por cualquier persona no impedida por una nor-
ma limitativa, o sin más exigencia que, en su caso, 
el pago de una contraprestación, derecho o tarifa. 

No se considerará una fuente de acceso público 
cuando la información contenida en la misma sea 
o tenga una procedencia ilícita.  

Artículo 9. Límites al derecho a la protección 
de datos personales.  

El derecho a la protección de los datos personales 
solamente se limitará por razones de seguridad 
nacional en términos de la ley en la materia, dispo-
siciones de orden público, seguridad y salud públi-
cas o para proteger los derechos de terceros.  

Las limitaciones y restricciones deberán recono-
cerse de manera expresa en una norma con rango 
de ley y deberán ser necesarias y proporcionales 
al fin que sean tratados, respetando, en todo mo-
mento, los derechos y las libertades fundamenta-
les de los titulares.  

Cualquier ley que tenga como propósito limitar el 
derecho a la protección de datos personales de-
berá contener como mínimo disposiciones relati-
vas a:  

I. Las finalidades del tratamiento.  

II. Las categorías de datos personales o los 
datos personales específicos que son objeto de 
tratamiento.   

III. El alcance de las limitaciones o restriccio-
nes establecidas.  

IV. La determinación del responsable o los 
responsables.   

V. El derecho de los titulares a ser informados 
sobre la limitación, salvo que resulte perjudicial o 
incompatible a los fines de esta.   

Artículo 10. Datos personales sensibles.  

Por regla general no podrán tratarse datos perso-
nales sensibles, salvo en los casos siguientes:  

I. Los mismos sean estrictamente necesarios 
para el ejercicio y cumplimiento de las atribucio-
nes y obligaciones expresamente previstas en las 
normas que regulan la actuación del responsable.  

II. Se dé cumplimiento a un mandato legal.  

III. Se cuente con el consentimiento expreso y 
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por escrito del titular, o  

IV. Sean necesarios por razones de seguridad 
pública, orden público, salud pública o salvaguar-
da de derechos de terceros.  

En el tratamiento de datos personales de menores 
de edad se deberá́ privilegiar el interés superior de 
la niña, el niño, y el adolescente, en términos de 
las disposiciones legales aplicables. 

Título segundo.  
Principios y deberes. 

Capítulo I.  
Principios.  

Artículo 11. Principios.   

El responsable deberá observar los principios de 
licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, 
proporcionalidad, información y responsabilidad 
en el tratamiento de los datos personales.  

No se deberá negar o condicionar un servicio pú-
blico a cambio de proporcionar datos personales, 
sin antes señalar el aviso de privacidad simplifi-
cado, los alcances y condiciones generales del 
tratamiento de los datos, y obtener del titular el 
consentimiento en términos de esta ley.  

Artículo 12. Tratamiento de datos personales.  

El tratamiento de datos personales por parte del 
responsable deberá sujetarse a las facultades 
o atribuciones que la normatividad aplicable le 
confiera.  

Artículo 13. Finalidades.  

Todo tratamiento de datos personales que efec-
túe el responsable deberá estar justificado por fi-
nalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, 
relacionadas con las atribuciones que la normati-
vidad aplicable les confiera.  

Para efectos de esta ley, se entenderá que las fi-
nalidades son:  

I. Concretas: cuando el tratamiento de los da-
tos personales atiende a la consecución de fines 
específicos o determinados, sin que sea posible 
la existencia de finalidades genéricas que puedan 
generar confusión en el titular.  

II. Explícitas: cuando las finalidades se expre-
san y dan a conocer de manera clara en el aviso 
de privacidad.  

III. Lícitas y legítimas: cuando las finalidades 
que justifican el tratamiento de los datos persona-
les son acordes con las atribuciones expresas del 
responsable, conforme a lo previsto en la legisla-
ción mexicana y el derecho internacional que le 
resulte aplicable.  

El responsable podrá tratar datos personales para 
finalidades distintas a aquéllas establecidas en el 
aviso de privacidad, siempre y cuando cuente con 
atribuciones conferidas en ley y medie el consenti-
miento del titular, salvo sea una persona reportada 
como desaparecida, en los términos previstos en 
esta ley y demás disposiciones que resulten apli-
cables en la materia. 

Artículo 14. Obtención engañosa o 
fraudulenta.  

El responsable no deberá obtener y tratar da-
tos personales, a través de medios engañosos 
o fraudulentos, privilegiando la protección de los 
intereses del titular y la expectativa razonable de 
privacidad.  

Para los efectos del artículo anterior de esta ley, 
se entenderá que el responsable actúa de forma 
engañosa o fraudulenta cuando:  

I. Medie dolo, mala fe o negligencia en el trata-
miento de datos personales que lleve a cabo.  

II. Realice un tratamiento de datos personales 
que dé lugar a una discriminación injusta o arbitra-
ria contra el titular, o  

III. Vulnere la expectativa razonable de protec-
ción de datos personales.  

Artículo 15. Consentimiento previo.  

El responsable deberá contar con el consentimien-
to previo del titular para el tratamiento de los datos 
personales cuando no se actualice algunas de las 
causales de excepción previstas en el artículo 20 
de esta ley.   

Si el responsable recabe datos personales in-
directamente del titular y se requiera de su con-
sentimiento conforme a esta ley, este no podrá 
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tratar los datos personales hasta que cuente con 
la manifestación de la voluntad libre, específica e 
informada del titular, mediante la cual autoriza el 
tratamiento de estos, ya sea tácita o expresa se-
gún corresponda.  

El consentimiento puede ser revocable por el titu-
lar en cualquier momento, ejerciendo su derecho 
de oposición a sus datos personales. 

Artículo 16. Elementos del consentimiento.  

El consentimiento del titular a que se refiere el ar-
tículo anterior, deberá otorgarse de forma:  

I. Libre: sin que medie error, mala fe, violencia 
o dolo que puedan afectar la manifestación de vo-
luntad del titular.  

II. Específica: referida a finalidades concre-
tas, lícitas, explícitas y legítimas que justifiquen el 
tratamiento.  

III. Informada: que el titular tenga conocimiento 
del aviso de privacidad previo al tratamiento a que 
serán sometidos sus datos personales.  

En la obtención del consentimiento de personas 
menores de edad o que se encuentren en estado 
de interdicción o incapacidad declarada conforme 
a ley, se estará a lo dispuesto en las reglas de 
representación previstas en la legislación civil que 
resulte aplicable.  

Artículo 17. Consentimiento expreso. 

El consentimiento podrá manifestarse de forma 
expresa o tácita. Se deberá entender que el con-
sentimiento es expreso cuando la voluntad del ti-
tular se manifieste verbalmente, por escrito, por 
medios electrónicos, ópticos, signos inequívocos 
o por cualquier otra tecnología que le facilite el 
responsable de forma sencilla y gratuita, de tal 
forma que se pueda demostrar indubitablemente 
a través de una declaración o acción afirmativa 
clara.  

El responsable deberá obtener el consentimiento 
del titular para el tratamiento de sus datos perso-
nales, de manera previa, cuando los recabe direc-
tamente de éste y, en su caso, se requiera confor-
me a esta ley.  

Artículo 18. Consentimiento tácito.  

El consentimiento será tácito cuando habiéndose 
puesto a disposición del titular el aviso de priva-
cidad, éste no manifieste su voluntad en sentido 
contrario.  

Por regla general, será válido el consentimiento 
tácito, salvo que la ley o las disposiciones aplica-
bles exijan que la voluntad del titular se manifieste 
expresamente.  

Artículo 19. Consentimiento sobre datos per-
sonales sensibles.  

Tratándose de datos personales sensibles, el res-
ponsable deberá obtener el consentimiento ex-
preso y por escrito del titular para su tratamiento, 
a través de su firma autógrafa, firma electrónica, 
o cualquier mecanismo de autenticación que al 
efecto se establezca, salvo en los casos previstos 
en esta ley.  

Artículo 20. Casos de excepción.  

El responsable no estará obligado a recabar el 
consentimiento del titular para el tratamiento de 
sus datos personales en los siguientes casos:  

I. Cuando una ley así lo disponga, debiendo 
dichos supuestos ser acordes con las bases, prin-
cipios y disposiciones establecidos en esta ley, en 
ningún caso, podrán contravenirla.  

II. Cuando las transferencias que se realicen 
entre responsables, sean sobre datos personales 
que se utilicen para el ejercicio de facultades pro-
pias, compatibles o análogas con la finalidad que 
motivó el tratamiento de los datos personales.  

III. Cuando exista una orden judicial, resolu-
ción o mandato fundado y motivado de autoridad 
competente.  

IV. Para el reconocimiento o defensa de dere-
chos del titular ante autoridad competente.  

V. Cuando los datos personales se requieran 
para ejercer un derecho o cumplir obligaciones 
derivadas de una relación jurídica entre el titular 
y el responsable.  

VI. Cuando exista una situación de emergencia 
que potencialmente pueda dañar a un individuo en 
su persona o en sus bienes.  
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VII. Cuando los datos personales sean nece-
sarios para efectuar un tratamiento para la pre-
vención, diagnóstico, la prestación de asistencia 
sanitaria.  

VIII. Cuando los datos personales figuren en 
fuentes de acceso público.  

Ix. Cuando los datos personales se sometan a 
un procedimiento previo de disociación.  

x. Cuando el titular de los datos personales 
sea una persona reportada como desaparecida 
en los términos de la ley en la materia.  

Tratándose de la fracción VII de este artículo, este 
supuesto exclusivamente resultará aplicable en 
caso de que los datos personales que obren en 
fuentes de acceso público, tengan una proceden-
cia conforme a las disposiciones establecidas en 
esta ley y demás normativa aplicable.  

La actualización de alguna de las fracciones pre-
vistas en este artículo no exime al responsable del 
cumplimiento de las demás obligaciones previstas 
en esta ley y demás disposiciones que resulten 
aplicables.   

Artículo 21. Calidad de los datos personales.  

El responsable deberá adoptar las medidas ne-
cesarias para mantener exactos, completos, co-
rrectos y actualizados los datos personales en su 
posesión, a fin de que no se altere la veracidad 
de estos, y según la finalidad que motivaron su 
tratamiento. 

Se presume que se cumple con la calidad en los 
datos personales cuando estos son proporciona-
dos directamente por el titular y hasta que este no 
manifieste y acredite lo contrario.  

Cuando los datos personales fueron obtenidos 
indirectamente del titular, el responsable deberá 
adoptar medidas razonables para que éstos res-
pondan al principio de calidad, de acuerdo con la 
categoría de datos personales y las condiciones y 
medios del tratamiento.  

Artículo 22. Eliminación de los datos 
personales.  

Cuando los datos personales hayan dejado de ser 
necesarios para el cumplimiento de las finalidades 

previstas en el aviso de privacidad y que motiva-
ron su tratamiento conforme a las disposiciones 
que resulten aplicables, el responsable deberá 
suprimirlos, previo bloqueo en su caso, y una vez 
que concluya el plazo de conservación de estos.  

Los plazos de conservación de los datos perso-
nales no deberán exceder aquéllos que sean ne-
cesarios para el cumplimiento de las finalidades 
que justificaron su tratamiento, y deberán atender 
a las disposiciones aplicables en la materia de que 
se trate y considerar los aspectos administrativos, 
contables, fiscales, jurídicos e históricos de los da-
tos personales.  

Artículo 23. Procedimientos para la 
conservación.  

El responsable deberá establecer y documentar 
los procedimientos para la conservación y, en su 
caso, bloqueo y supresión de los datos persona-
les que lleve a cabo, en los cuales se incluyan los 
periodos de conservación de los mismos, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo anterior 
de esta ley.  

En los procedimientos a que se refiere el párrafo 
anterior, el responsable deberá incluir mecanis-
mos que le permitan cumplir con los plazos fija-
dos para la supresión de los datos personales, así 
como para realizar una revisión periódica sobre la 
necesidad de conservar los datos personales.  

Artículo 24. Tratamiento exclusivo.  

El responsable solo deberá tratar los datos perso-
nales que resulten adecuados, relevantes y estric-
tamente necesarios para la finalidad que justifica 
su tratamiento.  

Artículo 25. Informe sobre el tratamiento.  

El responsable deberá informar al titular, a través 
del aviso de privacidad, la existencia y caracterís-
ticas principales del tratamiento al que serán so-
metidos sus datos personales, a fin de que pueda 
tomar decisiones informadas al respecto.  

Artículo 26. Aviso de privacidad.  

El aviso de privacidad tendrá por objeto informar al 
titular sobre los alcances y condiciones generales 
del tratamiento, a fin de que esté en posibilidad de 
tomar decisiones informadas sobre el uso de sus 
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datos personales y, en consecuencia, mantener el 
control y disposición sobre ellos.   

Por regla general, el aviso de privacidad deberá 
ser difundido por los medios electrónicos y físicos 
con que cuente el responsable.  

Cuando resulte imposible dar a conocer al titular el 
aviso de privacidad, de manera directa o ello exi-
ja esfuerzos desproporcionados, el responsable 
podrá instrumentar medidas compensatorias de 
comunicación masiva de acuerdo con los criterios 
que para tal efecto emita el sistema nacional.  

Artículo 27. Contenido del aviso de 
privacidad.  

El aviso de privacidad a que se refiere el artículo 
3, fracción II, de esta ley, deberá estar redacta-
do y estructurado de manera clara, comprensi-
ble, sencilla y con una estructura que facilite su 
entendimiento. En el aviso de privacidad queda 
prohibido:  

I. Usar frases inexactas, ambiguas o vagas.  

II. Incluir textos o formatos que induzcan al titu-
lar a elegir una opción en específico.  

III. Marcar previamente casillas, en caso de 
que estas se incluyan para que el titular otorgue 
su consentimiento.  

IV. Remitir a textos o documentos que no estén 
disponibles para el titular.  

Artículo 28.Aviso de privacidad simplificado.  

El aviso de privacidad se pondrá a disposición del 
titular en dos modalidades, simplificado e integral. 
El aviso simplificado deberá contener la siguiente 
información:  

I. La denominación del responsable.  

II. Las finalidades del tratamiento para las cua-
les se obtienen los datos personales, distinguien-
do aquéllas que requieran el consentimiento del 
titular.  

III. Cuando se realicen transferencias de datos 
personales que requieran consentimiento, se de-
berá informar:  

a) La autoridad, poder, órgano u organismo 
gubernamental y las personas físicas o morales a 
las que se transfieren los datos personales.  

b) Las finalidades de estas transferencias.  

IV. Los mecanismos y medios disponibles para 
que el titular, en su caso, pueda manifestar su ne-
gativa para el tratamiento de sus datos personales 
para finalidades y transferencias de datos perso-
nales que requieren el consentimiento del titular.  

V. El sitio donde se podrá consultar el aviso de 
privacidad integral.  

La puesta a disposición del aviso de privacidad al 
que refiere este artículo no exime al responsable 
de su obligación de proveer los mecanismos para 
que el titular pueda conocer el contenido del aviso 
de privacidad en un momento posterior.  

Los mecanismos y medios a los que refiere la frac-
ción IV de este artículo, deberán estar disponibles 
para que el titular pueda manifestar su negativa 
al tratamiento de sus datos personales para las 
finalidades o transferencias que requieran el con-
sentimiento del titular, previo a que ocurra dicho 
tratamiento.  

Artículo 29. Aviso de privacidad integral.  

El aviso de privacidad integral, además de lo dis-
puesto en las fracciones del artículo anterior, al 
que refiere la fracción V del artículo anterior debe-
rá contener, al menos, la siguiente información: 

I. El domicilio del responsable.  

II. Los datos personales que serán someti-
dos a tratamiento, identificando aquéllos que son 
sensibles.  

III. El fundamento legal que faculta al respon-
sable para llevar a cabo el tratamiento.  

IV. Las finalidades del tratamiento para las cua-
les se obtienen los datos personales, distinguien-
do aquéllas que requieren el consentimiento del 
titular.  

V. Los mecanismos, medios y procedimientos 
disponibles para ejercer los derechos ARCO.  

VI. El domicilio de la unidad de transparencia.   
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VII. Los medios a través de los cuales el res-
ponsable comunicará a los titulares los cambios al 
aviso de privacidad.  

Artículo 30. Puesta a disposición. 

El responsable deberá poner a disposición del ti-
tular el aviso de privacidad simplificado en los si-
guientes momentos:  

I. Cuando los datos personales se obtienen de 
manera directa del titular previo a la obtención de 
estos.  

II. Cuando los datos personales se obtienen de 
manera indirecta del titular previo al uso o aprove-
chamiento de estos.  

Las reglas anteriores, no eximen al responsable 
de proporcionar al titular el aviso de privacidad in-
tegral en un momento posterior, conforme a las 
disposiciones aplicables de esta ley.  

Artículo 31. Actualización del aviso de 
privacidad.  

Cuando el responsable pretenda tratar los datos 
personales para una finalidad distinta, deberá po-
ner a su disposición un nuevo aviso de privacidad 
con las características del nuevo tratamiento pre-
vio al aprovechamiento de los datos personales 
para la finalidad respectiva. 

Artículo 32. Implementación de mecanismos.  

El responsable deberá implementar los mecanis-
mos previstos en el artículo 33 de esta ley para 
acreditar el cumplimiento de los principios, debe-
res y obligaciones establecidos en esta ley y rendir 
cuentas sobre el tratamiento de datos personales 
en su posesión al titular e instituto, caso en el cual 
deberá observar la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los tratados interna-
cionales en los que el Estado mexicano sea parte, 
así como la Constitución del Estado.  

Lo anterior, aplicará aun cuando los datos perso-
nales sean tratados por parte de un encargado, 
así como al momento de realizar transferencias de 
datos personales.  

Artículo 33.Mecanismos para el cumplimiento.  

Entre los mecanismos que deberá adoptar el res-
ponsable para cumplir con el principio de respon-
sabilidad establecido en esta ley están, al menos, 
los siguientes:  

I. Destinar recursos autorizados para tal fin 
para la instrumentación de programas y políticas 
de protección de datos personales.  

II. Elaborar políticas y programas de protección 
de datos personales obligatorios y exigibles al in-
terior de la organización del responsable.  

III. Poner en práctica un programa de capacita-
ción y actualización del personal sobre las obliga-
ciones y demás deberes en materia de protección 
de datos personales.  

IV. Revisar periódicamente las políticas y pro-
gramas de seguridad de datos personales para 
determinar las modificaciones que se requieran.  

V. Establecer un sistema de supervisión y vi-
gilancia interna o externa, incluyendo auditorías, 
para comprobar el cumplimiento de las políticas 
de protección de datos personales.  

VI. Establecer procedimientos para recibir y 
responder dudas y quejas de los titulares.  

VII. Diseñar, desarrollar e implementar sus po-
líticas públicas, programas, servicios, sistemas 
o plataformas informáticas, aplicaciones electró-
nicas o cualquier otra tecnología que implique el 
tratamiento de datos personales, de conformidad 
con las disposiciones previstas en esta ley y las 
demás que resulten aplicables en la materia.  

VIII. Garantizar que sus políticas públicas, pro-
gramas, servicios, sistemas o plataformas infor-
máticas, aplicaciones electrónicas o cualquier otra 
tecnología que implique el tratamiento de datos 
personales, cumplan por defecto con las obliga-
ciones previstas en esta ley.  

El responsable deberá revisar las políticas, los 
programas de seguridad y las políticas de procedi-
mientos de control a que se refieren las fracciones 
IV y V de este artículo, respectivamente, al menos 
cada dos años, así como actualizarlas cuando al 
tratamiento de datos personales se le realicen mo-
dificaciones sustanciales.  
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Capítulo II.  
Deberes.  

Artículo 34. Implementación de medidas de 
seguridad.  

El responsable deberá establecer las medidas de 
seguridad necesarias para garantizar la protec-
ción de datos personales que permitan proteger-
los contra daño, pérdida, alteración, destrucción 
o su uso, acceso o tratamiento no autorizado, así 
como garantizar su confidencialidad, integridad y 
disponibilidad, sin perjuicio de otras medidas de 
protección mayor o complementen lo dispuesto en 
esta ley.  

Artículo 35.  Medidas de seguridad.  

Las medidas de seguridad adoptadas por el res-
ponsable deberán considerar:  

I. El riesgo inherente a los datos personales 
tratados. 

II. La sensibilidad de los datos personales 
tratados.  

III. El desarrollo tecnológico.  

IV. Las posibles consecuencias de una vulne-
ración para los titulares.  

V. Las transferencias de datos personales que 
se realicen.  

VI. El número de titulares.  

VII. Las vulneraciones previas ocurridas en los 
sistemas de tratamiento.  

VIII. El riesgo por el valor potencial cuantitativo 
o cualitativo que pudieran tener los datos persona-
les tratados para una tercera persona no autoriza-
da para su posesión. 

Artículo 36. Actividades interrelacionadas.  

Para establecer y mantener las medidas de segu-
ridad para la protección de los datos personales, 
el responsable deberá realizar actividades interre-
lacionadas en el artículo 33 de la ley general, las 
cuales deberán estar documentadas y contenidas 
en un sistema de gestión.  

Se entenderá por sistema de gestión, al conjunto 
de elementos y actividades interrelacionadas para 
establecer, implementar, operar, monitorear, revi-
sar, mantener y mejorar el tratamiento y seguridad 
de los datos personales, de conformidad con lo 
previsto en esta ley y las demás disposiciones que 
le resulten aplicables en la materia.  

Artículo 37. Documento de seguridad.  

El responsable deberá elaborar un documento 
con las medidas de seguridad de carácter físico, 
técnico y administrativo que contenga, al menos, 
lo siguiente:  

I. El nombre de los sistemas de tratamiento o 
base de datos personales.  

II. El inventario de datos personales y de los 
sistemas de tratamiento.  

III. Las funciones, nombre, cargo y adscripción 
de las personas, que traten datos personales.  

IV. El análisis de riesgos.  

V. El análisis de brecha.  

VI. El plan de trabajo.  

VII. La estructura y descripción de los sistemas 
de tratamiento o bases de datos personales, se-
ñalando el tipo de soporte y las características del 
lugar donde se resguardan.  

VIII. Los controles y mecanismos de seguri-
dad para las transferencias que, en su caso, se 
efectúen.  

Ix. El resguardo de los soportes físicos o elec-
trónicos de los datos personales.  

X. Las bitácoras de acceso, operación cotidia-
na y vulneraciones a la seguridad de los datos 
personales.  

xI. Los mecanismos de monitoreo y revisión de 
las medidas de seguridad.  

xII. El programa general de capacitación.  

Artículo 38.Actualización del documento de 
seguridad.  
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El responsable deberá actualizar el documento de 
seguridad de manera periódica cuando ocurran 
los siguientes eventos:  

I. Se produzcan modificaciones sustanciales al 
tratamiento de datos personales que deriven en 
un cambio en el nivel de riesgo.  

II. Se presenten como resultado de un proceso 
de mejora continua, derivado del monitoreo y revi-
sión del sistema de gestión.  

III. Se presenten como resultado de un proce-
so de mejora para mitigar el impacto de una vulne-
ración a la seguridad ocurrida.  

IV. Se implementen acciones correctivas y pre-
ventivas ante una vulneración de seguridad.  

Artículo 39. Análisis de las causas de vulnera-
ción a la seguridad.  

En caso de que ocurra una vulneración a la se-
guridad, el responsable deberá analizar las cau-
sas por las cuales se presentó, e implementar en 
su plan de trabajo las acciones preventivas y co-
rrectivas para adecuar las medidas de seguridad 
y el tratamiento de los datos personales si fuese 
el caso a efecto de evitar que la vulneración se 
repita.  

Artículo 40. Vulneraciones de seguridad.  

Además de las que señalen las leyes respectivas 
y la normatividad aplicable, se considerarán como 
vulneraciones de seguridad, en cualquier fase del 
tratamiento de datos, al menos, las siguientes:  

I. La pérdida o destrucción no autorizada.  

II. El robo, extravío o copia no autorizada.  

III. El uso, acceso o tratamiento no autorizado. 

IV. El daño, la alteración o modificación no 
autorizada.  

Artículo 41. Informe de las vulneraciones de 
seguridad.  

El responsable deberá informar sin dilación alguna 
al titular, las vulneraciones que afecten de forma 
significativa sus derechos patrimoniales o mora-
les, en un plazo máximo de setenta y dos horas 

en cuanto se confirmen que ocurrió la vulneración 
y que el responsable haya empezado a tomar las 
acciones encaminadas a detonar un proceso de 
revisión exhaustiva de la magnitud de la afecta-
ción, a fin de que los titulares afectados puedan 
tomar las medidas correspondientes para la de-
fensa de sus derechos.  

Artículo 42. Contenido del informa de las vul-
neraciones de seguridad.  

El responsable deberá informar al titular y al insti-
tuto, al menos, lo siguiente:  

I. La naturaleza del incidente.  

II. Los datos personales comprometidos. 

III. Las recomendaciones y medidas que el titu-
lar puede adoptar para proteger sus intereses. 

IV. Las acciones correctivas realizadas de for-
ma inmediata.  

V. Los medios donde puede obtener mayor in-
formación al respecto.  

Artículo 43. Investigación previa.  

Una vez recibida una notificación de vulneración 
por parte del responsable, el instituto deberá rea-
lizar las investigaciones previas a que haya lugar 
con la finalidad de allegarse de elementos que le 
permitan, en su caso, iniciar un procedimiento de 
verificación en términos de lo dispuesto en esta 
ley. 

Artículo 44. Controles o mecanismos.  

El responsable deberá establecer controles o me-
canismos que tengan por objeto que todas aque-
llas personas que intervengan en cualquier fase 
del tratamiento de los datos personales, guarden 
confidencialidad respecto de éstos, obligación que 
subsistirá aún después de finalizar sus relaciones 
con el mismo.  

Lo anterior, sin menoscabo de lo establecido en la 
ley de transparencia y demás disposiciones que 
resulten aplicables en la materia.  

Artículo 45. Publicación de directrices, reco-
mendaciones y mejores prácticas.  
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El instituto podrá publicar directrices, recomenda-
ciones y mejores prácticas en materia de seguri-
dad de los datos personales, de acuerdo con los 
estándares nacionales e internacionales actuales 
en la materia. 

Título tercero. 
Derechos de los titulares y su ejercicio. 

Capítulo I.  
Derechos de acceso, rectificación, 

cancelación y oposición.  

Artículo 46. Solicitud de acceso, rectificación, 
cancelación u oposición.  

En todo momento el titular o su representante po-
drán solicitar al responsable, el acceso, rectifica-
ción, cancelación u oposición al tratamiento de los 
datos personales que le conciernen, de conformi-
dad con lo establecido en este título. El ejercicio 
de cualquiera de los derechos ARCO no es requi-
sito previo, ni impide el ejercicio de otro.  

Artículo 47. Derecho de acceso.  

El titular tendrá derecho de acceder a sus datos 
personales que obren en posesión del respon-
sable, así como conocer la información relacio-
nada con las condiciones y generalidades de su 
tratamiento.  

Artículo 48. Derecho de rectificación.  

El titular tendrá derecho a solicitar al responsable 
la rectificación o corrección de sus datos perso-
nales, cuando éstos resulten ser inexactos, in-
completos o no se encuentren actualizados. En 
este caso, el responsable deberá adoptar todas 
aquellas medidas razonables según corresponda, 
también por los terceros a quienes se los hubiere 
transferido.   

Artículo 49. Derecho de cancelación.  

El titular tendrá derecho a solicitar la cancelación 
de sus datos personales de los archivos, registros, 
expedientes y sistemas del responsable, a fin de 
que los mismos ya no estén en su posesión y de-
jen de ser tratados por este último.  

Artículo 50. Derecho de oposición.  

El titular podrá oponerse al tratamiento de sus da-

tos personales o exigir que se cese en el mismo, 
cuando: 

I. Aun siendo lícito el tratamiento, el mismo 
debe cesar para evitar que su persistencia cause 
un daño o perjuicio al titular.  

II. Sus datos personales sean objeto de un 
tratamiento automatizado, el cual le produzca 
efectos jurídicos no deseados o afecte de mane-
ra significativa sus intereses, derechos o liberta-
des, y estén destinados a evaluar, sin interven-
ción humana, determinados aspectos personales 
del mismo o analizar o predecir, en particular, su 
rendimiento profesional, situación económica, es-
tado de salud, preferencias sexuales, fiabilidad o 
comportamiento. 

Capítulo II.  
Ejercicio de los derechos de acceso, 

rectificación, cancelación y oposición.  

Artículo 51. Recepción y trámite de 
solicitudes.  

La recepción y trámite de las solicitudes para el 
ejercicio de los derechos ARCO que se formulen 
a los responsables, se sujetará al procedimiento 
establecido en este título y demás disposiciones 
que resulten aplicables en la materia.  

Artículo 52. Ejercicio de los derechos ARCO.  

Para el ejercicio de los derechos ARCO será ne-
cesario acreditar la identidad del titular, o en su 
caso, la identidad y personalidad con la que actúe 
el representante.  

El ejercicio de los derechos ARCO por persona 
distinta a su titular o a su representante, será po-
sible, excepcionalmente, en aquellos supuestos 
previstos por disposición legal, o en su caso, por 
mandato judicial.  

En el ejercicio de los derechos ARCO de personas 
menores de edad o de personas que se encuen-
tren en estado de interdicción o incapacidad de 
conformidad con las leyes civiles, se estará a las 
reglas de representación dispuestas en la misma 
legislación.  

Tratándose de datos personales concernientes a 
personas fallecidas, la persona que acredite tener 
un interés jurídico de conformidad con las leyes 
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aplicables, podrá ejercer los derechos que le con-
fiere este capítulo, siempre que el titular de los 
derechos hubiere expresado fehacientemente su 
voluntad en tal sentido, o que exista un mandato 
judicial para dicho efecto.  

Artículo 53. Acreditación.  

En la acreditación del titular o su representante, el 
responsable deberá seguir las siguientes reglas:  

I. El titular podrá acreditar su identidad a través 
de los siguientes medios:  

a) Identificación oficial;  

b) Instrumentos electrónicos o mecanismos 
de autenticación permitidos por otras disposicio-
nes legales o reglamentarias que permitan su 
identificación fehacientemente, o  

c) Aquellos mecanismos establecidos por el 
responsable de manera previa, siempre y cuando 
permitan de forma inequívoca la acreditación de la 
identidad del titular.  

II. Cuando el titular ejerza sus derechos ARCO 
a través de su representante, éste deberá acredi-
tar su identidad y personalidad presentando ante 
el responsable:  

a) Copia simple de la identificación oficial del 
titular;  

b) Identificación oficial del representante, e  

c) Instrumento público, o carta poder simple 
firmada ante dos testigos, o declaración en com-
parecencia personal del titular.  

Artículo 54. Solicitud del ejercicio de los dere-
chos ARCO.  

El ejercicio de los derechos ARCO se solicitará 
ante la unidad de transparencia del responsable, 
a través de escrito libre, formatos, medios elec-
trónicos o cualquier otro medio que establezca el 
instituto, o bien, vía plataforma nacional.  

Si la solicitud para el ejercicio de los derechos 
ARCO es presentada ante un área distinta a la 
Unidad de Transparencia, aquélla tendrá la obli-
gación de indicar al titular la ubicación física de la 
unidad de transparencia.  

El responsable deberá dar trámite a toda solicitud 
para el ejercicio de los derechos ARCO y entregar 
el acuse de recibo que corresponda, en un tiempo 
máximo de respuesta de veinte días contados a 
partir del día siguiente a la recepción de la solici-
tud, el cual podrá ser ampliado por una sola vez 
hasta por diez días cuando así lo justifiquen las 
circunstancias, y siempre y cuando se le notifique 
al titular dentro del plazo de respuesta.  

Los medios y procedimientos habilitados por el 
responsable para atender las solicitudes para el 
ejercicio de los derechos ARCO, deberán ser de 
fácil acceso y con la mayor cobertura posible con-
siderando el perfil de los titulares y la forma en 
que mantienen contacto cotidiano o común con el 
responsable.  

El instituto podrá establecer mecanismos adicio-
nales, tales como formularios, sistemas y otros 
medios simplificados para facilitar a los titulares el 
ejercicio de los derechos ARCO.  

Artículo 55.Gratuidad.  

El ejercicio de los derechos ARCO es gratuito. 
Sólo podrán realizarse cobros para recuperar los 
costos de reproducción, certificación o envío, con-
forme a la normatividad que resulte aplicable, con-
siderando los montos que permitan o faciliten el 
ejercicio de este derecho.  

La información deberá ser entregada sin costo, 
cuando implique la entrega de no más de vein-
te hojas simples; o bien, cuando el titular propor-
cione el medio magnético, electrónico o el me-
canismo necesario para reproducirlos sus datos 
personales. 

La unidad de transparencia podrá exceptuar el 
pago de reproducción y envío atendiendo a las 
circunstancias socioeconómicas del Titular.  

El responsable no podrá establecer para la pre-
sentación de las solicitudes del ejercicio de los 
derechos ARCO, algún servicio o medio que impli-
que un costo al titular.  

Artículo 56. Auxilio y orientación.  

La unidad de transparencia del responsable de-
berá auxiliar y orientar al titular en la elaboración 
de las solicitudes para el ejercicio de los derechos 
ARCO, en particular en aquellos casos en que el 
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titular no sepa leer ni escribir; o bien cuando sean 
propios del pueblo maya. 

Artículo 57. Incompetencia.  

Cuando el responsable no sea competente para 
atender la solicitud para el ejercicio de los dere-
chos ARCO, deberá hacer del conocimiento del 
titular dicha situación dentro de los tres días si-
guientes a la presentación de la solicitud, y en 
caso de poderlo determinar, orientarlo hacia el 
responsable competente.  

Si el responsable es competente para atender 
parcialmente la solicitud para el ejercicio de los 
derechos ARCO, deberá dar respuesta conforme 
a su competencia.   

Artículo 58. Reencauzamiento.  

En caso de que la unidad de transparencia del res-
ponsable advierta que la solicitud para el ejercicio 
de los derechos ARCO corresponde a un derecho 
diferente de los previstos en esta ley, deberá re-
conducir la vía haciéndolo del conocimiento al titu-
lar dentro de los tres días siguientes a la presenta-
ción de la solicitud.  

Artículo 59. Requisitos para el ejercicio de los 
derechos ARCO.  

En la solicitud para el ejercicio de los derechos 
ARCO no podrán imponerse mayores requisitos 
que los siguientes:  

I. El nombre del titular y su domicilio o cualquier 
otro medio para recibir notificaciones.  

II. Los documentos que acrediten la identidad 
del titular, y en su caso, la personalidad e identi-
dad de su representante.  

III. De ser posible, el área crítica que trata los 
datos personales y ante el cual se presenta la 
solicitud.  

IV. La descripción clara y precisa de los datos 
personales respecto de los que se busca ejercer 
alguno de los derechos ARCO, salvo que se trate 
del derecho de acceso.  

V. La descripción del derecho ARCO que se 
pretende ejercer, o bien, lo que solicita el titular.  

VI. Cualquier otro elemento o documento que 
facilite la localización de los datos personales, en 
su caso.  

Tratándose de una solicitud de acceso a datos 
personales, el titular deberá señalar la modalidad 
en la que prefiere que éstos se reproduzcan. El 
responsable deberá atender la solicitud en la mo-
dalidad requerida por el titular, salvo que exista 
una imposibilidad física o jurídica que lo limite a 
reproducir los datos personales en dicha modali-
dad, en este caso deberá ofrecer otras modalida-
des de entrega de los datos personales fundando 
y motivando dicha actuación.  

En el caso de solicitudes de rectificación de datos 
personales, el titular, además de indicar lo seña-
lado en las fracciones anteriores de este artículo, 
podrá aportar la documentación que sustente su 
petición.  

Con relación a una solicitud de cancelación, el 
titular deberá señalar las causas que lo motiven 
a solicitar la supresión de sus datos personales 
en los archivos, registros o bases de datos del 
responsable.  

En el caso de la solicitud de oposición, el titular 
deberá manifestar las causas legítimas o la situa-
ción específica que lo llevan a solicitar el cese en 
el tratamiento, así como el daño o perjuicio que le 
causaría la persistencia del tratamiento, o en su 
caso, las finalidades específicas respecto de las 
cuales requiere ejercer el derecho de oposición.  

El titular podrá aportar las pruebas que estime per-
tinentes para acreditar la procedencia de su solici-
tud, las cuales deberán acompañarse a la misma 
desde el momento de su presentación. 

Artículo 60. Prevención.  

En caso de que la solicitud de protección de da-
tos no satisfaga alguno de los requisitos a que se 
refiere este artículo, y el responsable con cuen-
te con elementos para subsanarla, se prevendrá 
al titular de los datos dentro de los cinco días si-
guientes a la presentación de la solicitud de ejerci-
cio de derechos ARCO, por una sola ocasión, para 
que subsane las omisiones dentro de un plazo de 
diez días contados a partir del día siguiente al de 
la notificación.  

Transcurrido el plazo sin desahogar la prevención 
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se tendrá por no presentada la solicitud de ejerci-
cio de derechos ARCO.  

La prevención tendrá el efecto de interrumpir el 
plazo que tiene el instituto para resolver la solici-
tud de ejercicio de los derechos ARCO.  

Artículo 61.  Resolución en caso de 
inexistencia.  

En caso de que el responsable estuviere obligado 
a contar con datos personales sobre los cuales se 
ejercen los derechos ARCO por razones de com-
petencia y declare su inexistencia en sus archivos, 
registros, sistemas o expediente, deberá contarse 
con la resolución del comité de transparencia que 
confirme dicha situación.  

Artículo 62. Trámite o procedimiento 
específico.  

Cuando las disposiciones aplicables a determina-
dos tratamientos de datos personales establezcan 
un trámite o procedimiento específico para solicitar 
el ejercicio de los derechos ARCO, el responsable 
deberá informar al titular sobre la existencia del 
mismo, en un plazo no mayor a cinco días siguien-
te a la presentación de la solicitud para el ejerci-
cio de los derechos ARCO, a efecto de que este 
último, decida si ejerce sus derechos a través del 
trámite específico, o bien, por medio del procedi-
miento que el responsable haya institucionalizado 
para la atención de solicitudes para el ejercicio de 
los derechos ARCO conforme a las disposiciones 
establecidas en este  capítulo.  

Artículo 63. Improcedencia del ejercicio de los 
derechos ARCO.  

Las únicas causas en las que el ejercicio de los 
derechos ARCO no será procedente son:  

I. El titular o su representante no estén debida-
mente acreditados para ello.  

II. Los datos personales no se encuentren en 
posesión del responsable.  

III. Exista un impedimento legal.  

IV. Se lesionen los derechos de un tercero.  

V. Se obstaculicen actuaciones judiciales o 
administrativas.  

VI. Exista una resolución de autoridad com-
petente que restrinja el acceso a los datos perso-
nales o no permita la rectificación, cancelación u 
oposición de los mismos.  

VII. La cancelación u oposición haya sido pre-
viamente realizada.  

VIII. El responsable no sea competente.  

Ix. Sean necesarios para proteger intereses 
jurídicamente tutelados del titular.  

x. Sean necesarios para dar cumplimiento a 
obligaciones legalmente adquiridas por el titular.  
En todos los casos anteriores, el responsable de-
berá informar al titular el motivo de su determina-
ción, en el plazo de hasta veinte días a los que 
se refiere esta ley, y por el mismo medio en que 
se llevó a cabo la solicitud, acompañando en su 
caso, las pruebas que resulten pertinentes.  

Artículo 64. Recurso de revisión.  

Contra la negativa de dar trámite a toda solicitud 
para el ejercicio de los derechos ARCO o por falta 
de respuesta del responsable, procederá la inter-
posición del recurso de revisión a que se refiere 
esta ley.  

Capítulo III.  
Portabilidad de los datos personales.  

Artículo 65. Portabilidad.  

Cuando se traten datos personales por vía elec-
trónica en un formato estructurado y comúnmente 
utilizado, el titular tendrá derecho a obtener del 
responsable una copia de los datos personales 
objeto de tratamiento en un formato electrónico 
estructurado y comúnmente utilizado, el cual le 
permita seguir utilizándolos, conforme a los pla-
zos, términos y requerimientos a que se refiere el  
capítulo anterior de este título.  

Cuando el titular haya facilitado los datos persona-
les y el tratamiento se base en el consentimiento o 
en un contrato o relación jurídica, tendrá derecho a 
transferir dichos datos personales y cualquier otra 
información que haya facilitado y que se conserve 
en un sistema de tratamiento automatizado a otro 
sistema en un formato electrónico comúnmente 
utilizado, sin impedimentos por parte del respon-
sable de quien se retiren los datos personales.       
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Para el ejercicio de este derecho, el responsable 
deberá considerar los lineamientos del sistema 
nacional relativos a los supuestos en los que se 
está en presencia de un formato estructurado y 
comúnmente utilizado, así como las normas técni-
cas, modalidades y procedimientos para la trans-
ferencia de datos personales. 

Título cuarto.  
Comunicaciones de datos personales.  

Capítulo único.  

Artículo 66. Transferencia. 

Toda transferencia de datos personales, sea esta 
nacional o internacional, se encuentra sujeta a lo 
dispuesto por la ley general y lo dispuesto en este  
capítulo.  

Artículo 67. Formalización de la transferencia. 

Toda transferencia deberá formalizarse mediante 
la suscripción de cláusulas contractuales, conve-
nios de colaboración o cualquier otro instrumento 
jurídico, de conformidad con la normatividad que 
le resulte aplicable al responsable, que permita 
demostrar el alcance del tratamiento de los datos 
personales, así como las obligaciones y responsa-
bilidades asumidas por las partes. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior, no será aplica-
ble en los siguientes casos:  

I. Cuando la transferencia sea nacional y se 
realice entre responsables en virtud del cumpli-
miento de una disposición legal o en el ejercicio 
de atribuciones expresamente conferidas a estos.   

II. Cuando la transferencia sea internacional y 
se encuentre prevista en una ley o tratado sus-
crito y ratificado por México, o bien, se realice a 
petición de una autoridad extranjera u organismo 
internacional competente en su carácter de re-
ceptor, siempre y cuando las facultades entre el 
responsable transferente y receptor sean homólo-
gas, o bien, las finalidades que motivan la trans-
ferencia sean análogas o compatibles respecto de 
aquéllas que dieron origen al tratamiento de los 
datos personales que lleva a cabo el responsable 
transferente.  

Artículo 68. Transferencia nacional.  

Cuando la transferencia sea nacional, el receptor 
de los datos personales asumirá el carácter de 
responsable conforme a la legislación que en esta 
materia le resulte aplicable y deberá tratar los da-
tos personales atendiendo a dicha legislación y a 
lo convenido en el aviso de privacidad que le será 
comunicado por el responsable transferente.  

Artículo 69. Transferencia internacional.  

El responsable sólo podrá transferir datos perso-
nales fuera del territorio nacional cuando el terce-
ro receptor se obligue a proteger los datos perso-
nales conforme a los principios, deberes y demás 
obligaciones que establece esta ley y las disposi-
ciones que resulten aplicables en la materia, así 
como a los términos previstos en el aviso de priva-
cidad que le será comunicado por el responsable 
transferente.  

Artículo 70. Solicitud de opinión para la trans-
ferencia internacional.  

El responsable, en caso de considerarlo necesa-
rio, podrá solicitar la opinión del instituto respecto 
al cumplimiento de lo dispuesto por esta ley en 
aquellas transferencias internacionales de datos 
personales que efectúe. 

Título quinto.  
Acciones preventivas en materia de protec-

ción de datos personales.  

Capítulo I.  
Esquemas de mejores prácticas.  

Artículo 71. Mejores prácticas.  

El esquema de las mejores prácticas deberá ob-
servar lo dispuesto en la ley general, siendo el ins-
tituto quien emita las reglas de operación del re-
gistro en el que se inscribirán aquellos esquemas 
de mejores prácticas validados o reconocidos. 

Capítulo II.  
Evaluación de impacto.  

Artículo 72. Evaluación de impacto.  

Cuando el responsable pretenda poner en opera-
ción o modificar políticas públicas, sistemas o pla-
taformas informáticas, aplicaciones electrónicas 
o cualquier otra tecnología que a su juicio y de 
conformidad con esta ley, impliquen el tratamiento 
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intensivo o relevante de datos personales, deberá 
realizar una evaluación de impacto en la protec-
ción de datos personales cuyo contenido estará a 
lo dispuesto en el sistema nacional. 

Artículo 73. Tratamiento intensivo o relevante.  

Para efectos de esta ley, se considerará que se 
está en presencia de un tratamiento intensivo o 
relevante de datos personales, el cual amerita una 
evaluación de impacto a la protección de datos 
personales, en función de los siguientes factores:   

I. El número de titulares.  

II. El público objetivo.  

III. Los riesgos inherentes a los datos persona-
les a tratar.  

IV. La sensibilidad de los datos personales.  

V. Las transferencias de datos personales que 
se pretenden efectuar y su periodicidad, en su 
caso.  

VI. El desarrollo de la tecnología utilizada, en 
su caso.   

VII. La relevancia del tratamiento de datos per-
sonales en atención al impacto social o, económi-
co del mismo, o bien, del interés público que se 
persigue.  

VIII. Los demás factores que el instituto 
determine.  

Artículo 74. Presentación de la evaluación de 
impacto.  

Los sujetos obligados que realicen una evaluación 
de impacto en la protección de datos personales, 
deberán presentarla ante el instituto, treinta días 
anteriores a la fecha en que se pretenda poner en 
operación o modificar políticas públicas, sistemas 
o plataformas informáticas, aplicaciones electró-
nicas o cualquier otra tecnología, ante el instituto 
a efecto de que emitan las recomendaciones no 
vinculantes correspondientes.  

Artículo 75. Recomendaciones sobre la eva-
luación de impacto.  

El instituto deberán emitir recomendaciones no 

vinculantes sobre la evaluación de impacto en la 
protección de datos personales presentado por el 
responsable.  

El plazo para la emisión de las recomendaciones 
a que se refiere el párrafo anterior será dentro de 
los treinta días siguientes contados a partir del día 
siguiente a la presentación de la evaluación, que 
permitan mitigar y reducir la generación de los im-
pactos y riesgos que se detecten en materia de 
protección de datos personales.  

Artículo 76. Excepciones a la realización de la 
evaluación de impacto.  

Cuando a juicio del sujeto obligado se puedan 
comprometer los efectos que se pretenden lograr 
con la posible puesta en operación o modificación 
políticas públicas, sistemas o plataformas infor-
máticas, aplicaciones electrónicas o cualquier otra 
tecnología que implique el tratamiento intensivo o 
relevante de datos personales o se trate de situa-
ciones de emergencia o urgencia, no será necesa-
rio realizar la evaluación de impacto en la protec-
ción de datos personales.  

Artículo 77. Evaluación de impacto de oficio.  

El instituto podrá llevar a cabo evaluaciones de 
impacto a la privacidad, de oficio, respecto de 
aquellos programas, políticas públicas, servicios, 
sistemas o plataformas informáticas, aplicaciones 
electrónicas o cualquier otra tecnología que impli-
quen el tratamiento intensivo o relevante de datos 
personales, conforme a los lineamientos que para 
tal efecto emita. 

Capítulo II.  
Bases de datos en posesión de instancias 

de seguridad, procuración y 
administración de justicia.  

Artículo 78. Límites a la obtención y 
tratamiento.  

La obtención y tratamiento de datos personales, 
en términos de lo que dispone esta ley por parte 
de las sujetos obligados competentes en instan-
cias de seguridad, procuración y administración 
de justicia, está limitada a aquellos supuestos y 
categorías de datos que resulten necesarios y 
proporcionales para el ejercicio de las funciones 
en materia de seguridad pública, así como para la 
prevención o persecución de los delitos.  
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Artículo 79. Medidas de seguridad de nivel 
alto.  

Los responsables de las bases de datos a que se 
refiere este  capítulo, deberán establecer medi-
das de seguridad de nivel alto, para garantizar la 
integridad, disponibilidad y confidencialidad de la 
información, que permitan proteger los datos per-
sonales contra daño, pérdida, alteración, destruc-
ción o el uso, acceso o tratamiento no autorizado.  

Las comunicaciones privadas son inviolables. El 
titular de la Fiscalía General del Estado podrá so-
licitar a la autoridad judicial federal, autorización 
para intervenir cualquier comunicación privada. 

Título sexto.  
Comité de Transparencia y Unidad de 

Transparencia. 

Capítulo I.  
Comité de Transparencia.  

Artículo 80. Comité de transparencia.  

Cada responsable contará con un comité de trans-
parencia, el cual se integrará y funcionará con-
forme a lo dispuesto en la ley de transparencia 
y demás normativa aplicable, como la autoridad 
máxima en materia de protección de datos perso-
nales dentro de la organización del responsable.  

Artículo 81. Atribuciones del comité de 
transparencia.  

Para los efectos de esta ley y sin perjuicio de otras 
atribuciones que le sean conferidas en la normati-
vidad que le resulte aplicable, el comité de trans-
parencia tendrá las siguientes funciones:  

I. Coordinar, supervisar y realizar las acciones 
necesarias para garantizar el derecho a la protec-
ción de los datos personales en la organización 
del responsable, de conformidad con las disposi-
ciones previstas en esta ley y en aquellas disposi-
ciones que resulten aplicables en la materia.  

II. Instituir, en su caso, procedimientos internos 
para asegurar la mayor eficiencia en la gestión de 
las solicitudes para el ejercicio de los derechos 
ARCO.  

III. Confirmar, modificar o revocar las determi-
naciones en las que se declare la inexistencia de 

los datos personales, o se niegue por cualquier 
causa el ejercicio de alguno de los derechos 
ARCO.  

IV. Establecer y supervisar la aplicación de cri-
terios específicos que resulten necesarios para 
una mejor observancia de esta ley y en aque-
llas disposiciones que resulten aplicables en la 
materia.  

V. Supervisar, en coordinación con las áreas o 
unidades administrativas competentes, el cumpli-
miento de las medidas, controles y acciones pre-
vistas en el documento de seguridad.  

VI. Dar seguimiento y cumplimiento a las reso-
luciones emitidas por el instituto.  

VII. Establecer programas de capacitación y 
actualización para los servidores públicos en ma-
teria de protección de datos personales.  

VIII. Dar vista al órgano interno de control o ins-
tancia equivalente en aquellos casos en que tenga 
conocimiento, en el ejercicio de sus atribuciones, 
de una presunta irregularidad respecto de deter-
minado tratamiento de datos personales; particu-
larmente en casos relacionados con la declaración 
de inexistencia que realicen los responsables. 

Capítulo II.  
Unidad de Transparencia.  

Artículo 82. Unidad de transparencia.  

Cada responsable contará con una unidad de 
transparencia, en términos de la ley de transpa-
rencia y demás normativa aplicable, encargada 
de atender las solicitudes de para el ejercicio de 
los derechos ARCO, que tendrá las siguientes 
funciones:  

I. Auxiliar y orientar al titular que lo requiera con 
relación al ejercicio del derecho a la protección de 
datos personales.  

II. Gestionar las solicitudes para el ejercicio de 
los derechos ARCO.  

III. Establecer mecanismos para asegurar que 
los datos personales solo se entreguen a su titular 
o su representante debidamente acreditados.  

IV. Informar al titular o su representante el mon-
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to de los costos a cubrir por la reproducción y envío 
de los datos personales, con base en lo estableci-
do en las disposiciones normativas aplicables.  

V. Proponer al comité de transparencia los pro-
cedimientos internos que aseguren y fortalezcan 
mayor eficiencia en la gestión de las solicitudes 
para el ejercicio de los derechos ARCO.  

VI. Aplicar instrumentos de evaluación de cali-
dad sobre la gestión de las solicitudes para el ejer-
cicio de los derechos ARCO.  

VII. Asesorar a las áreas en materia de protec-
ción de datos personales.  

VIII. Dar seguimiento a los acuerdos emitidos 
por el comité de transparencia.  

Artículo 83. Oficial de protección de datos 
personales.  

Los responsables que en el ejercicio de sus fun-
ciones sustantivas lleven a cabo tratamientos de 
datos personales relevantes o intensivos, podrán 
designar a un oficial de protección de datos perso-
nales, especializado en la materia, quien realizará 
las atribuciones mencionadas en este capítulo y 
formará parte de la unidad de transparencia.  

Los responsables promoverán acuerdos con ins-
tituciones públicas especializadas que pudieran 
auxiliarles a la recepción, trámite y entrega de 
las respuestas a solicitudes de información, en la 
lengua maya, braille o cualquier formato accesible 
correspondiente, en forma más eficiente.  

Artículo 84. Atribuciones del oficial de protec-
ción de datos personales.  

El oficial de protección de datos personales será 
designado atendiendo a sus conocimientos, cua-
lidades profesionales, experiencia mínima de 
cinco años en la materia, y, en su caso, las cer-
tificaciones con que cuente en materia de protec-
ción de datos personales, y tendrá las siguientes 
atribuciones:  

I. Asesorar al comité de transparencia respecto 
a los temas que sean sometidos a su consideración 
en materia de protección de datos personales.  

II. Proponer al comité de transparencia políti-
cas, programas, acciones y demás actividades 

que correspondan para el cumplimiento de esta 
ley y demás disposiciones que resulten aplicables 
en la materia.  

III. Implementar políticas, programas, acciones 
y demás actividades que correspondan para el 
cumplimiento de esta ley y demás disposiciones 
que resulten aplicables en la materia, previa auto-
rización del comité de transparencia.  

IV. Asesorar permanentemente a las áreas 
adscritas al responsable en materia de protección 
de datos personales.  

V. Las demás que determine la normatividad 
aplicable.  

Artículo 85. Ejercicio de los derechos por per-
sonas discapacitadas o vulnerables.  

El responsable procurará que las personas con 
algún tipo de discapacidad o grupos en situación 
de vulnerabilidad, puedan ejercer, en igualdad de 
circunstancias, de sus derechos ARCO y de pro-
tección de datos personales. 

Título séptimo.  
Instituto Estatal de Transparencia, 

Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales.  

Capítulo I.  
Atribuciones del instituto.  

Artículo 86. Marco jurídico aplicable.  

En la integración, procedimiento de designación y 
funcionamiento del instituto y del Consejo Consul-
tivo se estará a lo dispuesto por la ley general, la 
ley de transparencia y demás normativa aplicable.  

Artículo 87. Atribuciones del instituto.  

El instituto es el órgano encargado de vigilar el 
cumplimiento de esta ley, por lo que tendrá las atri-
buciones de la ley general y adicionalmente tendrá 
las siguientes:  

I. Establecer, en el ámbito de su competencia, 
políticas y lineamientos de observancia general 
para el manejo, tratamiento, seguridad y protec-
ción de los datos personales que estén en pose-
sión de los responsables, conforme a lo previsto 
en esta ley.  
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II. Promover la elaboración de formatos homo-
géneos para la recepción y trámite de solicitudes 
del ejercicio de los derechos ARCO.  

III. Concentrar y publicar los datos en los pla-
zos establecidos en esta ley.  

IV. Hacer del conocimiento del Órgano de Con-
trol Interno del responsable, los hechos que pudie-
ran ser constitutivos de infracciones a esta ley.  

V. Elaborar y publicar estudios e investigacio-
nes para difundir el contenido de esta ley.  

VI. Solicitar a los responsables la información 
estadística anual, siguiente:  

a) El número de solicitudes ARCO recibidas.  

b) El tiempo de respuesta promedio por tipo 
de solicitud.  

VII. Organizar seminarios, cursos, talleres y 
demás actividades que promuevan el contenido 
de esta ley y los derechos de los individuos sobre 
sus datos personales.  

VIII. Establecer programas de capacitación en 
materia de protección de datos personales y pro-
mover acciones que faciliten la participación en 
dichos programas de los integrantes de los diver-
sos responsables, a fin de garantizar el adecuado 
cumplimiento de los principios que rigen esta ley.  

IX. Recibir, sustanciar y resolver el recurso de 
revisión en los términos previstos en esta ley y de-
más disposiciones aplicables.  

X. Emitir opiniones y recomendaciones sobre 
temas relacionados con esta ley, así como for-
mular observaciones y recomendaciones a los 
responsables, de acuerdo con los principios de la 
misma.  

xI. Orientar y asesorar a las personas que lo 
soliciten respecto del contenido y alcance de esta 
ley.  

xII. Promover entre las instituciones educati-
vas, públicas y privadas, la inclusión de temas que 
ponderen la importancia del derecho a la protec-
ción de datos personales dentro de sus activida-
des académicas curriculares y extracurriculares.  

XIII. Elaborar guías que expliquen los procedi-
mientos y trámites que son materia de esta ley.  

xIV. Promover eventos que fomenten la cultu-
ra y profesionalización de los integrantes de los 
responsables en materia de protección de datos 
personales.  

Artículo 88. Aplicación de criterios y 
lineamientos.  

El instituto aplicará criterios y lineamientos que ex-
pida el sistema nacional, así como en el Programa 
Nacional de Protección de Datos Personales.  

Asimismo, el instituto contribuirá a mantener la ple-
na vigencia del derecho a la protección de datos 
personales en el Estado implementando políticas 
públicas con estricto apego a esta ley; el ejercicio 
pleno y respeto del derecho a la protección de da-
tos personales, la difusión de una cultura de este 
derecho y su accesibilidad. 

Capítulo II
Coordinación y promoción del derecho a la 

protección de datos personales. 

Artículo 89. Capacitación.  

Los responsables deberán colaborar con el insti-
tuto para capacitar y actualizar de forma perma-
nente a todos sus servidores públicos en materia 
de protección de datos personales, a través de la 
impartición de cursos, seminarios, talleres y cual-
quier otra forma de enseñanza y entrenamiento 
que se considere pertinente.  

Artículo 90. Atribuciones en materia de 
promoción.  

El instituto, en materia promoción del derecho a la 
protección de datos personales y en el ámbito de 
su competencia, deberá:  

I. Promover que en los programas y planes de 
estudio, libros y materiales que se utilicen en las 
instituciones educativas en el Estado, se incluyan 
contenidos sobre el derecho a la protección de 
datos personales, así como una cultura sobre el 
ejercicio y respeto de éste.  

II. Impulsar en conjunto con instituciones de 
educación superior, la integración de centros de 
investigación, difusión y docencia sobre el derecho 
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a la protección de datos personales que promue-
van el conocimiento sobre este tema y coadyuven 
con el instituto en sus tareas sustantivas.  

III. Fomentar la creación de espacios de parti-
cipación social y ciudadana que estimulen el inter-
cambio de ideas entre la sociedad, los órganos de 
representación ciudadana y los responsables. 

Título octavo.  
Procedimientos de impugnación en materia 

de protección de datos personales en 
posesión de los responsables. 

Capítulo I. 
Recurso de revisión.  

Artículo 91. Interposición del recurso de 
revisión.  

El titular o su representante podrá interponer un 
recurso de revisión ante el instituto o bien, ante la 
unidad de transparencia que hay conocido la soli-
citud para el ejercicio de los derechos ARCO, den-
tro de un plazo que no podrá exceder de quince 
días contados a partir del día siguiente a la fecha 
de notificación de la respuesta o a la del venci-
miento del plazo para dar respuesta sin que esta 
haya ocurrido, a través de los siguientes medios:  

I. Por escrito libre en el domicilio del insti-
tuto o en las oficinas habilitadas que al efecto 
establezcan.  

II. Por correo certificado con acuse de recibo.  

III. Por formatos que al efecto emita el 
instituto.  

IV. Por los medios electrónicos que para tal fin 
se autoricen.  

V. Cualquier otro medio que al efecto establez-
ca el instituto.  

Se presumirá que el titular acepta que las 
notificaciones le sean efectuadas por el mis-
mo conducto que presentó su escrito, salvo que 
acredite haber señalado uno distinto para recibir 
notificaciones.  

Artículo 92. Acreditación de la identidad.  

El titular podrá acreditar su identidad a través de 

cualquiera de los siguientes medios:  

I. Identificación oficial.  

II. Firma electrónica avanzada o del instrumen-
to electrónico que lo sustituya.  

III. Mecanismos de autenticación autorizados 
por el instituto publicados mediante acuerdo ge-
neral en el diario oficial del estado.  

La utilización de la firma electrónica avanzada o 
del instrumento electrónico que lo sustituya eximi-
rá de la presentación de la copia del documento 
de identificación.  

Artículo 93. Acreditación de la personalidad.  

Cuando el titular actúe mediante un representan-
te, éste deberá acreditar su personalidad en los 
siguientes términos:  

I. Si se trata de una persona física, a través 
de carta poder simple suscrita ante dos testigos 
anexando copia de las identificaciones de los sus-
criptores, o instrumento público, o declaración en 
comparecencia personal del titular y del represen-
tante ante el instituto.  

II. Si se trata de una persona moral, mediante 
instrumento público.  

Artículo 94. Interposición del recurso de revi-
sión a favor de personas fallecidas.  

La interposición de un recurso de revisión de da-
tos personales concernientes a personas falleci-
das, podrá realizarla la persona que acredite tener 
un interés jurídico o legítimo.  

Artículo 95. Notificaciones. 

En la sustanciación de los recursos de revisión, 
las notificaciones que emitan el instituto surtirán 
efectos el mismo día en que se practiquen. 

Las notificaciones podrán efectuarse:  

I. Personalmente en los siguientes casos:  

a) Se trate de la primera notificación.  

b) Se trate del requerimiento de un acto a la 
parte que deba cumplirlo.  
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c) Se trate de la solicitud de informes o 
documentos.  

d) Se trate de la resolución que ponga fin al 
procedimiento de que se trate.  

e) En los demás casos que disponga la ley.  

II. Por correo certificado con acuse de recibo 
o medios digitales o sistemas autorizados por el 
instituto publicados mediante acuerdo en el dia-
rio oficial del estado, cuando se trate de requeri-
mientos, emplazamientos, solicitudes de informes 
o documentos y resoluciones que puedan ser 
impugnadas.  

III. Por correo postal ordinario o por correo elec-
trónico ordinario cuando se trate de actos distintos 
de los señalados en las fracciones anteriores.  

IV. Por estrados, cuando la persona a quien 
deba notificarse no sea localizable en su domicilio, 
se ignore éste o el de su representante.  

Artículo 96. Pruebas.  

En la sustanciación del recurso de revisión, las 
partes podrán ofrecer las siguientes pruebas:  

I. La documental pública.  

II. La documental privada.  

III. La inspección.  

IV. La pericial.  

V. La testimonial.  

VI. La confesional, excepto tratándose de 
autoridades.  

VII. Las imágenes fotográficas, páginas elec-
trónicas, escritos y demás elementos aportados 
por la ciencia y tecnología.  

VIII. La presunción legal y humana.  

El instituto podrá allegarse de los medios de prue-
ba que considere necesarios, sin más limitación 
que las establecidas en la ley.  

Artículo 97. Procedencia del recurso de 
revisión.  

El recurso de revisión procederá en los siguientes 
supuestos:  

I. Se clasifiquen como confidenciales los datos 
personales sin que se cumplan las características 
señaladas en las leyes que resulten aplicables.  

II. Se declare la inexistencia de los datos 
personales.  

III. Se declare la incompetencia por el 
responsable.  

IV. Se entreguen datos personales 
incompletos.  

V. Se entreguen datos personales que no co-
rrespondan con lo solicitado.  

VI. Se niegue el acceso, rectificación, cancela-
ción u oposición de datos personales.  

VII. No se dé respuesta a una solicitud para 
el ejercicio de los derechos ARCO dentro de los 
plazos establecidos en esta ley y demás disposi-
ciones que resulten aplicables en la materia.  

VIII. Se entregue o ponga a disposición datos 
personales en una modalidad o formato distinto al 
solicitado, o en un formato incomprensible.  

Ix. El titular se inconforme con los costos de 
reproducción, envío o tiempos de entrega de los 
datos personales.  

X. Se obstaculice el ejercicio de los derechos 
ARCO, a pesar de que fue notificada la proceden-
cia de los mismos.  

xI. No se dé trámite a una solicitud para el ejer-
cicio de los derechos ARCO.  

xII. En los demás casos que dispongan las 
leyes.  

Artículo 98. Requisitos.  

Los únicos requisitos exigibles en el escrito de 
interposición del recurso de revisión serán los 
siguientes:  
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I. El área responsable ante quien se presentó la 
solicitud para el ejercicio de los derechos ARCO.  

II. El nombre del titular que recurre o su repre-
sentante y, en su caso, del tercero interesado, así 
como el domicilio o medio que señale para recibir 
notificaciones.  

III. La fecha en que fue notificada la respues-
ta al titular, o bien, en caso de falta de respuesta 
la fecha de la presentación de la solicitud para el 
ejercicio de los derechos ARCO.  

IV. El acto que se recurre y los puntos pe-
titorios, así como las razones o motivos de 
inconformidad.  

V. En su caso, copia de la respuesta que se 
impugna y de la notificación correspondiente.  

VI. Los documentos que acrediten la identidad 
del titular, y en su caso, la personalidad e identi-
dad de su representante.  

Al recurso de revisión se podrán acompañar las 
pruebas y demás elementos que considere el titu-
lar procedentes someter a juicio del instituto.  

En ningún caso será necesario que el titular ratifi-
que el recurso de revisión interpuesto.  

Artículo 99. Conciliación.  

Una vez admitido el recurso de revisión, el institu-
to podrá buscar una conciliación entre el titular y 
el responsable.  

De llegar a un acuerdo, este se hará constar por 
escrito y tendrá efectos vinculantes. El recurso de 
revisión quedará sin materia. El instituto, deberá 
verificar el cumplimiento del acuerdo respectivo.  

Artículo 100. Procedimiento de conciliación.  

Admitido el recurso de revisión el instituto promo-
verá la conciliación entre las partes, de conformi-
dad con el siguiente procedimiento:  

I. El instituto requerirá a las partes que mani-
fiesten, por cualquier medio, su voluntad de con-
ciliar, en un plazo no mayor a siete días, contados 
a partir de la notificación de dicho acuerdo, mismo 
que contendrá un resumen del recurso de revisión 
y de la respuesta del responsable si la hubiere, 

señalando los elementos comunes y los puntos de 
controversia.  

La conciliación podrá celebrarse presencial-
mente, por medios remotos o locales de comuni-
cación electrónica o por cualquier otro medio que 
determine el instituto. En cualquier caso, la conci-
liación habrá de hacerse constar por el medio que 
permita acreditar su existencia.  

queda exceptuado de la etapa de conciliación, 
cuando el titular sea menor de edad y se haya vul-
nerado alguno de los derechos contemplados en 
la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, salvo que cuente con representación legal 
debidamente acreditada.  

II. Aceptada la posibilidad de conciliar por am-
bas partes, señalarán el lugar o medio, día y hora 
para la celebración de una audiencia de concilia-
ción, la cual deberá realizarse dentro de los diez 
días siguientes en que el instituto, hayan recibi-
do la manifestación de la voluntad de conciliar de 
ambas partes, en la que se procurará avenir los 
intereses entre el titular y el responsable. 

El conciliador podrá, en todo momento en la 
etapa de conciliación, requerir a las partes que 
presenten en un plazo máximo de tres días, los 
elementos de convicción que estime necesarios 
para la conciliación.  

El conciliador podrá, en todo momento en la 
etapa de conciliación, requerir a las partes que 
presenten en un plazo máximo de cinco días, los 
elementos de convicción que estime necesarios 
para la conciliación.  

El conciliador podrá suspender cuando lo es-
time pertinente o a instancia de ambas partes la 
audiencia por una ocasión. En caso de que se 
suspenda la audiencia, el conciliador señalará día 
y hora para su reanudación dentro de los cinco 
días siguientes.  

De toda audiencia de conciliación se levantará 
el acta respectiva, en la que conste el resultado 
de la misma. En caso de que el responsable o el 
titular o sus respectivos representantes no firmen 
el acta, ello afectará su validez, debiéndose hacer 
constar dicha negativa.  

III. Si alguna de las partes no acude a la au-
diencia de conciliación y justifica su ausencia en 
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un plazo de tres días, será convocado a una se-
gunda audiencia de conciliación, el plazo de cin-
co días; en caso de que no acuda a esta última, 
se continuará con el recurso de revisión. Cuando 
alguna de las partes no acuda a la audiencia de 
conciliación sin justificación alguna, se continuará 
con el procedimiento.  

IV. De no existir acuerdo en la audiencia de con-
ciliación, se continuará con el recurso de revisión.  

V. De llegar a un acuerdo, éste se hará constar 
por escrito y tendrá efectos vinculantes. El recurso 
de revisión quedará sin materia. El instituto deberá 
verificar el cumplimiento del acuerdo respectivo.  

VI. El cumplimiento del acuerdo dará por 
concluido la sustanciación del recurso de revi-
sión, en caso contrario, el instituto reanudará el 
procedimiento.  

El plazo al que se refiere el artículo siguiente 
de esta ley será suspendido durante el periodo de 
cumplimiento del acuerdo de conciliación.  

Artículo 101. Resolución.  

El instituto resolverá el recurso de revisión en un 
plazo que no podrá exceder de cuarenta días, el 
cual podrá ampliarse hasta por veinte días por una 
sola vez.  

Artículo 102. Suplencia de la queja.  

Durante el procedimiento a que se refiere este ca-
pítulo, el instituto deberá aplicar la suplencia de 
la queja a favor del titular, siempre y cuando no 
altere el contenido original del recurso de revisión, 
ni modifique los hechos o peticiones expuestas en 
el mismo, así como garantizar que las partes pue-
dan presentar los argumentos y constancias que 
funden y motiven sus pretensiones.  

Artículo 103. Prevención.  

Si en el escrito de interposición del recurso de re-
visión el titular no cumple con alguno de los re-
quisitos previstos en el artículo 81 de esta ley y 
el instituto no cuente con elementos para subsa-
narlos, éste deberá requerir al titular, por una sola 
ocasión, la información que subsane las omisio-
nes en un plazo que no podrá exceder de cinco 
días, contados a partir del día siguiente de la pre-
sentación del escrito.  

El titular contará con un plazo que no podrá ex-
ceder de cinco días, contados a partir del día si-
guiente al de la notificación de la prevención, para 
subsanar las omisiones, con el apercibimiento de 
que en caso de no cumplir con el requerimiento, 
se desechará el recurso de revisión.  

La prevención tendrá el efecto de interrumpir el 
plazo que tiene el instituto para resolver el recur-
so, por lo que comenzará a computarse a partir 
del día siguiente a su desahogo. 

Artículo 104. Resoluciones.  

Las resoluciones del instituto podrán:  

I. Sobreseer o desechar el recurso de revisión 
por improcedente.  

II. Confirmar la respuesta del responsable.  

III. Revocar o modificar la respuesta del 
responsable.  

IV. Ordenar la entrega de los datos personales, 
en caso de omisión del responsable.  

Las resoluciones establecerán, en su caso, los 
plazos y términos para su cumplimiento y los pro-
cedimientos para asegurar su ejecución. Los res-
ponsables deberán informar al instituto el cumpli-
miento de sus resoluciones.  

Ante la falta de resolución por parte del institu-
to, se entenderá confirmada la respuesta del 
responsable.  

Cuando el instituto determine durante la sustan-
ciación del recurso de revisión que se pudo ha-
ber incurrido en una probable responsabilidad por 
el incumplimiento a las obligaciones previstas en 
esta ley y demás disposiciones que resulten apli-
cables en la materia, deberán hacerlo del conoci-
miento del órgano interno de control o de la instan-
cia competente para que esta inicie, en su caso, el 
procedimiento de responsabilidad respectivo.  

Artículo 105. Causas de desechamiento.  

El recurso de revisión podrá ser desechado por 
improcedente cuando:  

I. Sea extemporáneo por haber transcurrido el 
plazo establecido en el artículo 91 de esta ley.  
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II. El titular o su representante no acrediten 
debidamente su identidad y personalidad de este 
último.  

III. El instituto haya resuelto anteriormente en 
definitiva sobre la materia del mismo.  

IV. No se actualice alguna de las causales del 
recurso de revisión previstas en el artículo 97 de 
esta ley.  

V. Se esté tramitando ante los tribunales com-
petentes algún recurso o medio de defensa inter-
puesto por el recurrente, o en su caso, por el ter-
cero interesado, en contra del acto recurrido ante 
el instituto.  

VI. El recurrente modifique o amplíe su petición 
en el recurso de revisión, únicamente respecto de 
los nuevos contenidos.  

VII. El recurrente no acredite interés jurídico.  

El desechamiento no implica la preclusión del de-
recho del titular para interponer ante el instituto un 
nuevo recurso de revisión.  

Artículo 106. Causas de sobreseimiento.  

El recurso de revisión solo podrá ser sobreseído 
cuando:  

I. El recurrente se desista expresamente.  

II. El recurrente fallezca.  

III. Admitido el recurso de revisión, se actualice 
alguna causal de improcedencia en los términos 
de esta ley.  

IV. El responsable modifique o revoque su res-
puesta de tal manera que el recurso de revisión 
quede sin materia.  

V. quede sin materia el recurso de revisión.  

Artículo 107. Notificación y publicación de las 
resoluciones.  

El instituto deberá notificar a las partes y publicar 
las resoluciones, en versión pública, a más tardar, 
al tercer día siguiente de su aprobación. 

Artículo 108. Obligatoriedad de las 
resoluciones.  

Las resoluciones del instituto serán vinculantes y 
definitivas para los responsables, salvo que medie 
la interposición del recurso de inconformidad.  

Artículo 109. Recurso de inconformidad.  

Tratándose de las resoluciones a los recursos de 
revisión del instituto, los particulares podrán optar 
por acudir ante el Instituto Nacional de Transpa-
rencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales interponiendo el recurso de in-
conformidad previsto en la ley general o ante el 
Poder Judicial de la Federación mediante el Juicio 
de Amparo. 

Capítulo II.  
Recurso de inconformidad ante el 

Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección 

de Datos Personales.  

Artículo 110. Interposición del recurso de 
inconformidad.  

El titular, por sí mismo o a través de su represen-
tante, podrá impugnar la resolución del recurso 
de revisión emitido por el instituto ante el Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Informa-
ción y Protección de Datos Personales, mediante 
el recurso de inconformidad.  

El recurso de inconformidad se podrá presentar 
ante el instituto o ante el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protec-
ción de Datos Personales, dentro de un plazo de 
quince días contados a partir del siguiente a la fe-
cha de la notificación de la resolución impugnada.

El instituto deberá remitir el recurso de inconformi-
dad al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso 
a la Información y Protección de Datos Persona-
les al día siguiente de haberlo recibido; así como 
las constancias que integren el procedimiento que 
haya dado origen a la resolución impugnada, el 
cual resolverá allegándose de los elementos que 
estime convenientes.  

El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos Personales 
de oficio o a petición fundada del instituto, podrá 
ejercer la facultad de atracción para conocer de 
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aquellos recursos de revisión pendientes de reso-
lución en materia de protección de datos perso-
nales, que por su interés y trascendencia así lo 
ameriten y cuya competencia original corresponde 
al instituto. 

Título noveno.  
Facultad de verificación del instituto.  

Capítulo único. 

Artículo 111. Vigilancia y verificación.  

El instituto tendrá la atribución de vigilar y verificar 
el cumplimiento de las disposiciones contenidas 
en esta ley y demás ordenamientos que se deri-
ven de esta.  

El responsable no podrá negar el acceso a la 
documentación solicitada con motivo de una ve-
rificación, o a sus bases de datos personales, ni 
podrá invocar la reserva o la confidencialidad de 
la información. 

En el ejercicio de las funciones de vigilancia y ve-
rificación, el personal del instituto estará obligado 
a guardar confidencialidad sobre la información a 
la que tengan acceso en virtud de la verificación 
correspondiente.  

Artículo 112. Inicio de la verificación.  

La verificación podrá iniciarse:  

I. De oficio cuando el instituto cuente con 
indicios que hagan presumir fundada y moti-
vada la existencia de violaciones a las leyes 
correspondientes.  

II. Por denuncia del titular cuando considere 
que ha sido afectado por actos del responsable 
que puedan ser contrarios a lo dispuesto por esta 
ley y demás normativa aplicable, o en su caso, 
por cualquier persona cuando tenga conocimiento 
de presuntos incumplimientos a las obligaciones 
previstas en esta ley y demás disposiciones que 
resulten aplicables en la materia.  

El derecho a presentar una denuncia precluye en 
el término de un año contado a partir del día si-
guiente en que se realicen los hechos u omisiones 
materia de la misma. Cuando los hechos u omisio-
nes sean de tracto sucesivo, el término empezará 

a contar a partir del día hábil siguiente al último 
hecho realizado.  

La verificación no procederá en los supuestos de 
procedencia del recurso de revisión o inconformi-
dad previstos en la ley en la materia.  

Previo a la verificación respectiva, el instituto po-
drá desarrollar investigaciones previas, con el fin 
de contar con elementos para fundar y motivar el 
acuerdo de inicio respectivo.

Artículo 113. Requisitos de la denuncia.  

Para la presentación de una denuncia no podrán 
solicitarse mayores requisitos que los que a conti-
nuación se describen:  

I. El nombre de la persona que denuncia, o en 
su caso, de su representante.  

II. El domicilio o medio para recibir notificacio-
nes de la persona que denuncia.  

III. La relación de hechos en que se basa la 
denuncia y los elementos con los que cuente para 
probar su dicho.  

IV. El responsable denunciado y su domicilio, 
o en su caso, los datos para su identificación o 
ubicación.  

V. La firma del denunciante, o en su caso, de 
su representante. En caso de no saber firmar, bas-
tará la huella digital.  

La denuncia podrá presentarse por escrito libre, 
o a través de los formatos, medios electrónicos o 
cualquier otro medio que al efecto establezca el 
instituto.  

Una vez recibida la denuncia, el instituto deberán 
acusar recibo de la misma. El acuerdo correspon-
diente se notificará al denunciante.  

Artículo 114. Procedimiento de verificación.  

La verificación iniciará mediante una orden escrita 
que funde y motive la procedencia de la actuación 
por parte del instituto, la cual tiene por objeto re-
querir al responsable la documentación e informa-
ción necesaria vinculada con la presunta violación 
o realizar visitas a las oficinas o instalaciones 
del responsable, o en su caso, en el lugar don-
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de estén ubicadas las bases de datos personales 
respectivas. 

La verificación en instancias de seguridad pública, 
sólo procederá mediante orden judicial que funde 
y motive la causa del procedimiento y necesidad 
de saber, debiéndose asegurar la información sólo 
para uso exclusivo de la autoridad.  

El procedimiento de verificación deberá tener una 
duración máxima de cincuenta días.  

El instituto podrá ordenar medidas cautelares, 
si del desahogo de la verificación advierten un 
daño inminente o irreparable en materia de pro-
tección de datos personales, siempre y cuando 
no impidan el cumplimiento de las funciones ni el 
aseguramiento de bases de datos de los sujetos 
obligados.  

Estas medidas sólo podrán tener una finalidad co-
rrectiva y será temporal hasta entonces los suje-
tos obligados lleven a cabo las recomendaciones 
hechas por el instituto.  

Artículo 115. Conclusión del procedimiento de 
verificación. 

El procedimiento de verificación concluirá con la 
resolución que emita el instituto, en la cual, se es-
tablecerán las medidas que deberá adoptar el res-
ponsable en el plazo que la misma determine.  

Artículo116. Auditorias voluntarias.  

Los responsables podrán voluntariamente some-
terse a la realización de auditorías por parte del 
que tengan por objeto verificar la adaptación, ade-
cuación y eficacia de los controles, medidas y me-
canismos implementados para el cumplimiento de 
las disposiciones previstas en esta ley y demás 
normativa que resulte aplicable.  

El informe de auditoría deberá dictaminar sobre 
la adecuación de las medidas y controles imple-
mentados por el responsable, identificar sus defi-
ciencias, así como proponer acciones correctivas 
complementarias, o bien, recomendaciones que 
en su caso correspondan.  

Título décimo.  
Medidas de apremio y responsabilidades. 

Capítulo I.  
Medidas de apremio.  

Artículo 117. Marco jurídico.  

Para el cumplimiento de las resoluciones emitidas 
por el instituto y el responsable, en su caso, debe-
rán observar lo dispuesto en el  capítulo VI del título 
octavo de la ley general y la ley de transparencia. 

Artículo 118.  Medidas de apremio.  

El instituto podrá imponer las siguientes medidas 
de apremio para asegurar el cumplimiento de sus 
determinaciones:  

I. La amonestación pública.  

II. La multa, equivalente a la cantidad de cin-
cuenta hasta cien veces el valor diario de la Uni-
dad de Medida y Actualización.  

El incumplimiento de los sujetos obligados será 
difundido en los portales de obligaciones de trans-
parencia del instituto y considerados en las eva-
luaciones que realicen éstos.  

En caso de que el incumplimiento de las determina-
ciones del instituto implique la presunta comisión 
de un delito o una de las conductas señaladas en 
el artículo 128 de esta ley, deberán denunciar los 
hechos ante la autoridad competente. Las medi-
das de apremio de carácter económico no podrán 
ser cubiertas con recursos públicos.  

Artículo 119. Requerimiento de cumplimiento.  

Si a pesar de la ejecución de las medidas de apre-
mio previstas en el artículo anterior no se cumplie-
re con la resolución, se requerirá el cumplimiento 
al superior jerárquico para que en el plazo de cin-
co días lo obligue a cumplir sin demora.  

De persistir el incumplimiento, se aplicarán sobre 
aquél las medidas de apremio establecidas en el 
artículo anterior. Transcurrido el plazo, sin que se 
haya dado cumplimiento, se dará vista a la autoridad 
competente en materia de responsabilidades.  

Artículo 120. Aplicación de las medidas de 
apremio.  
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Las medidas de apremio a que se refiere el este 
capítulo, deberán ser aplicadas por el instituto, por 
sí mismo o con el apoyo de la autoridad compe-
tente, de conformidad con los procedimientos que 
establezcan las leyes respectivas.  

Artículo 121. Cobro de multas. 

Las multas que fijen el instituto se harán efectivas 
por la Agencia de Administración Fiscal del Estado 
de Yucatán a través de los procedimientos que las 
leyes establezcan.  

Artículo 122. Calificación de las medidas de 
apremio.  

Para calificar las medidas de apremio establecidas 
en este capítulo, el instituto deberá considerar:  

I. La gravedad de la falta del responsable, deter-
minada por elementos tales como el daño causa-
do; los indicios de intencionalidad; la duración del 
incumplimiento de las determinaciones del instituto 
y la afectación al ejercicio de sus atribuciones.  

II. La condición económica del infractor.  

III. La reincidencia.  

El instituto establecerá mediante lineamientos de 
carácter general, las atribuciones de las áreas 
encargadas de calificar la gravedad de la falta de 
observancia a sus determinaciones y de la notifi-
cación y ejecución de las medidas de apremio que 
apliquen e implementen, conforme a los elementos 
desarrollados en este  capítulo.  

Artículo 123. Reincidencia.  

En caso de reincidencia, el instituto o los organis-
mos garantes podrán imponer una multa equiva-
lente hasta el doble de la que se hubiera determi-
nado por el instituto. 

Se considerará reincidente al que habiendo incu-
rrido en una infracción que haya sido sancionada, 
cometa otra del mismo tipo o naturaleza.  

Artículo 124. Plazo para la aplicación de las me-
didas de apremio.  

Las medidas de apremio deberán aplicarse e im-
plementarse en un plazo máximo de quince días, 
contados a partir de que sea notificada la medida 

de apremio al infractor.  

Artículo 125. Amonestación pública.  

La amonestación pública será impuesta por el ins-
tituto y será ejecutada por el superior jerárquico in-
mediato del infractor con el que se relacione.  

Artículo 126. Requerimiento de información.  

El instituto podrá requerir al infractor la información 
necesaria para determinar su condición económi-
ca, apercibido de que en caso de no proporcionar 
la misma, las multas se cuantificarán con base a 
los elementos que se tengan a disposición, enten-
didos como los que se encuentren en los registros 
públicos, los que contengan medios de información 
o sus propias páginas de internet y, en general, 
cualquiera que evidencie su condición, quedando 
facultado el instituto para requerir aquella docu-
mentación que se considere indispensable para tal 
efecto a las autoridades competentes.  

Artículo 127. Recurso contra las medidas de 
apremio. 

En contra de la imposición de medidas de apremio, 
procede el recurso correspondiente ante el Poder 
Judicial del Estado de Yucatán. 

Capítulo II.  
Sanciones.  

Artículo 128. Causas de sanción.  

Serán causas de sanción por incumplimiento de 
las obligaciones establecidas en la materia de esta 
ley, las siguientes:  

I. Actuar con negligencia, dolo o mala fe duran-
te la sustanciación de las solicitudes para el ejerci-
cio de los derechos ARCO.  

II. Incumplir los plazos de atención previstos en 
esta ley para responder las solicitudes para el ejer-
cicio de los derechos ARCO o para hacer efectivo 
el derecho de que se trate.  

III. Usar, sustraer, divulgar, ocultar, alterar, mu-
tilar, destruir o inutilizar, total o parcialmente y de 
manera indebida datos personales, que se en-
cuentren bajo su custodia o a los cuales tengan 
acceso o conocimiento con motivo de su empleo, 
cargo o comisión.  
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IV. Dar tratamiento, de manera intencional, a 
los datos personales en contravención a los prin-
cipios y deberes establecidos en esta ley.  

V. No contar con el aviso de privacidad, o bien, 
omitir en el mismo alguno de los elementos a que 
refiere el artículo 26 de esta ley, según sea el caso, 
y demás disposiciones que resulten aplicables en 
la materia.  

VI. Clasificar como confidencial, con dolo o ne-
gligencia, datos personales sin que se cumplan las 
características señaladas en las leyes que resul-
ten aplicables. La sanción sólo procederá cuando 
exista una resolución previa, que haya quedado 
firme, respecto del criterio de clasificación de los 
datos personales.  

VII. Incumplir el deber de confidencialidad es-
tablecido en esta ley.  

VIII. No establecer las medidas de seguridad 
en los términos que establecen los artículos 34, 
35 y 36 de esta ley.  

Ix. Presentar vulneraciones a los datos perso-
nales por la falta de implementación de medidas 
de seguridad según los artículos 34, 35 y 36 de 
esta ley.  

X. Llevar a cabo la transferencia de datos per-
sonales, en contravención a lo previsto en esta 
ley.  

XI. Obstruir los actos de verificación de la 
autoridad.  

XII. Crear bases de datos personales en con-
travención a lo dispuesto por el artículo 8 de esta 
ley.  

xIII. No acatar las resoluciones emitidas por el 
instituto.  

xIV. Omitir la entrega del informe anual y de-
más informes a que se refiere el artículo 44, frac-
ción VII, de la ley general de transparencia, o bien, 
entregar el mismo de manera extemporánea.  

Las causas de responsabilidad previstas en las 
fracciones I, II, IV, VI, x, xII y xIV, así como la 
reincidencia en las conductas previstas en el res-
to de las fracciones de este artículo, serán consi-

deradas como graves para efectos de su sanción 
administrativa.  

En caso de que la presunta infracción hubiere sido 
cometida por algún integrante de un partido políti-
co, la investigación y, en su caso, sanción, corres-
ponderán a la autoridad electoral competente.  

Las sanciones de carácter económico no podrán 
ser cubiertas con recursos públicos.  

Artículo 129. Vista.  

Para las conductas a que se refiere el artículo an-
terior se dará vista a la autoridad competente para 
que imponga o ejecute la sanción. 

Artículo 130. Responsabilidades.  

Las responsabilidades que resulten de los proce-
dimientos administrativos correspondientes, deri-
vados de la violación a lo dispuesto por el artícu-
lo 128 de esta ley, son independientes de las del 
orden civil, penal o de cualquier otro tipo que se 
puedan derivar de los mismos hechos.  

Dichas responsabilidades se determinarán, en 
forma autónoma, a través de los procedimientos 
previstos en las leyes aplicables y las sanciones 
que, en su caso, se impongan por las autoridades 
competentes, también se ejecutarán de manera 
independiente.  

Para tales efectos, el instituto podrá denunciar 
ante las autoridades competentes cualquier acto u 
omisión violatoria de esta ley y aportar las pruebas 
que consideren pertinentes, en los términos de las 
leyes aplicables.  

Artículo 131. Incumplimiento de partidos políti-
cos, fideicomisos o fondos. 

Ante incumplimientos por parte de los partidos po-
líticos, el instituto competente, dará vista, según 
corresponda, al Instituto Nacional Electoral o al 
Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del 
Estado de Yucatán, para que resuelvan lo condu-
cente, sin perjuicio de las sanciones establecidas 
para los partidos políticos en las leyes aplicables.  

En el caso de probables infracciones relaciona-
das con fideicomisos o fondos públicos, el insti-
tuto deberá dar vista al órgano interno de control 
del sujeto obligado relacionado con éstos, cuando 
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sean servidores públicos, con el fin de que instru-
menten los procedimientos administrativos a que 
haya lugar. 

Artículo 132. Incumplimiento de servidores 
públicos. 

En aquellos casos en que el presunto infractor ten-
ga la calidad de servidor público, el instituto, debe-
rá remitir a la autoridad competente, junto con la 
denuncia correspondiente, un expediente en que 
se contengan todos los elementos que sustenten 
la presunta responsabilidad administrativa.  

La autoridad que conozca del asunto, deberá in-
formar de la conclusión del procedimiento y en su 
caso, de la ejecución de la sanción al instituto.  

A efecto de sustanciar el procedimiento citado 
en este artículo, el instituto deberá elaborar una 
denuncia dirigida a la contraloría, órgano interno 
de control o equivalente, con la descripción pre-
cisa de los actos u omisiones que, a su consi-
deración, repercuten en la adecuada aplicación 
de esta ley y que pudieran constituir una posible 
responsabilidad.  

Asimismo, deberá elaborar un expediente que 
contenga todos aquellos elementos de prueba que 
considere pertinentes para sustentar la existencia 
de la posible responsabilidad. Para tal efecto, se 
deberá acreditar el nexo causal existente entre los 
hechos controvertidos y las pruebas presentadas.  

La denuncia y el expediente deberán remitirse a 
la contraloría, órgano interno de control o equiva-
lente dentro de los quince días siguientes a partir 
de que el instituto o el organismo garantes corres-
pondiente tenga conocimiento de los hechos.  

Artículo 133. Incumplimiento que imple la pre-
sunta comisión de un delito.  

En caso de que el incumplimiento de las determi-
naciones del instituto implique la presunta comi-
sión de un delito, éste deberá denunciar los he-
chos ante la autoridad competente.  

Artículos transitorios. 

Primero. Entrada en vigor.  

Este decreto entrará en vigor al día siguiente 
de su publicación en el diario oficial del estado.                       

Segundo. Derogación.  

Se derogan las disposiciones de igual o menor je-
rarquía en lo que se opongan a lo establecido en 
este decreto.  

Tercero. Avisos de privacidad.  

Los responsables expedirán sus avisos de privaci-
dad en los términos previstos en esta ley y demás 
disposiciones aplicables, a más tardar tres meses 
después de la entrada en vigor de esta ley. 

Cuarto. Implementación.  

Los responsables deberán observar la implemen-
tación de medidas de seguridad y, en general, el 
cumplimiento de los deberes, a más tardar un año 
después de la entrada en vigor de este decreto.  

Quinto. Obligación normativa.  

El Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a 
la Información Pública y Protección de Datos 
Personales deberá expedir los lineamientos, pa-
rámetros, criterios y demás disposiciones de las 
diversas materias a que se refiere esta ley, dentro 
de un año siguiente a la entrada en vigor de este 
decreto.  

Sexto. Procedimientos en trámite. 

Los procedimientos iniciados durante la vigencia 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública del Estado de Yucatán, se sustancia-
rán hasta su conclusión, conforme al ordenamien-
to señalado.  

Séptimo. Previsiones presupuestales.  

El Congreso del Estado deberá hacer las previsio-
nes presupuestales necesarias para la operación 
de esta ley y establecer las partidas presupues-
tales específicas en el Presupuesto de Egresos 
de Yucatán para el siguiente ejercicio fiscal a su 
entrada en vigor.  

DADO EN LA SALA DE COMISIONES ABOGADA 
ANTONIA JIMÉNEZ TRAVA DEL RECINTO DEL 
PODER LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE MÉ-
RIDA, YUCATÁN, A LOS DIEZ  DÍAS DEL MES 
DE JULIO DEL AÑO DOS MIL DIECISIETE.
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COMISIÓN PERMANENTE DE VIGILANCIA DE 
LA CUENTA PÚBLICA Y TRANSPARENCIA. 

PRESIDENTE: 
DIP. MARCO ALONSO VELA REYES. 

VICEPRESIDENTE: 
DIP. ANTONIO HOMá SERRANO. 

SECRETARIO: 
DIP. MANUEL ARMANDO DÍAZ SUáREZ. 

SECRETARIO: 
DIP. EVELIO DZIB PERAZA. 

VOCAL: 
DIP. ENRIqUE GUILLERMO FEBLES BAUZá. 

VOCAL: 
DIP. JOSUé DAVID CAMARGO GAMBOA. 

Finalizada la lectura del decreto, la Presiden-
ta expresó: “Señores Diputados. Toda vez que 
el presente dictamen contiene la Ley de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de Suje-
tos Obligados del Estado de Yucatán con la cual 
los yucatecos contarán con mecanismos para la 
protección de sus datos personales, brindándose 
las condiciones para evitar cualquier mal uso de 
la información que le concierne, preservando en 
todo momento el control y aplicación sobre las 
nuevas tecnologías de la información. En virtud 
de lo anterior, se hace indispensable y necesaria 
su discusión y votación en estos momentos. Con 
fundamento en el artículo 34 fracción VII de la Ley 
de Gobierno del Poder Legislativo del Estado de 
Yucatán, así como lo establecido en el artículo 84 
de su propio Reglamento, solicito la dispensa del 
trámite de discusión y votación en una sesión pos-
terior y dicho procedimiento se efectúe en estos 
momentos. Los que estén a favor de conceder la 
dispensa del trámite solicitado, sírvanse manifes-
tarlo en forma económica”.

Se concedió la dispensa del trámite solicitado, 
en forma económica, por unanimidad. 

La Presidenta con fundamento en el artículo 
34 fracción VII de la Ley de Gobierno del Poder 
Legislativo del Estado de Yucatán, así como lo 
establecido en el artículo 89 fracción III de su pro-
pio Reglamento, puso a discusión en lo general el 
dictamen; indicándoles a los ciudadanos Diputa-
dos que deseen hacer uso de la palabra en con-

tra, inscribirse con el Secretario Diputado Rafael 
Gerardo Montalvo Mata y los que estén a favor 
con la Secretaria Diputada María del Rosario Díaz 
Góngora, les recordó que pueden hacer uso de 
la palabra hasta cinco Diputados a favor y hasta 
cinco Diputado en contra.

Se le concedió el uso de la voz al 
Diputado José Elías Lixa Abimer-
hi, quien desde su curul, manifestó: 
“Muchas gracias Presidenta. Muy 
buenos días a todos los presentes. 
únicamente me permito hacer una 

observación particularmente en el artículo tercero, 
si me ayudo ubicando en la página 22 hace refe-
rencia a las definiciones, existe una enumeración 
en números romanos de las fracciones, existe un 
error, toda vez que pasa de la fracción xxVI, xVII 
a la xxIx, después a la xxx, después a la xxVIII, 
después nuevamente a la xxIx, únicamente soli-
cito la corrección de forma para que el enumerado 
sea correlativo y correcto, muchas gracias”. 

La Presidenta respondió: “Si Diputado, se hará 
a través del acta correspondiente y corrección y 
estilo. Muchísimas gracias”.

Continuando con el trámite, se le 
otorgó el uso de la tribuna al                
Diputado Manuel Armando Díaz 
Suarez, quien dijo: “Con el permiso 
de la Mesa Directiva. Compañeras, 
compañeros Diputados. Medios de 

comunicación y amigos que hoy nos acompañan. 
El mal uso de los datos personales es una práctica 
que va en aumento día a día, frecuentemente so-
mos increpados por personas físicas o morales a 
los teléfonos domiciliaros, celulares, correos elec-
trónicos para ofrecer unos bienes y servicios. Nos 
localizan con conocimiento de nuestros nombres, 
domicilio, número y dirección de nuestro trabajo, 
fecha de nacimiento, estado civil, bueno, nos di-
cen hasta si tenemos seguros, el número de nues-
tras tarjetas de crédito, con qué casas comerciales 
tenemos cuentas, entre otros datos. Todo esto 
constituye una violación a nuestra privacidad, a 
nuestra seguridad y a varias de nuestras garan-
tías individuales. Para que se den una idea, de 
acuerdo con datos del Instituto Nacional de Trans-
parencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales que es el organismo encargado 
de recibir las denuncias y llevar los procesos de 
2012 a 2016, hubieron 113 empresas a las que se 
les comprobó que hicieron mal uso de estos datos 
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y por lo tanto fueron sancionadas. Las institucio-
nes financieras fueron las que más incurrieron en 
violaciones, pero también lo hicieron escuelas, 
hospitales, tiendas departamentales, asegurado-
ras, agencias de viajes, entre otras. Esto derivó en 
multas impuestas a diversas empresas en los últi-
mos cuatro años que sumaron 275 millones de 
pesos. Los ciudadanos proporcionan sus datos de 
forma voluntaria y de buena fe, las empresas y los 
sujetos obligados, están obligados a usar esta in-
formación solo para lo que fue recabada, cuando 
los usuarios proporcionan sus datos, tienen dere-
cho a cuestionar y a saber ¿quién será el respon-
sable de  guardarlos, cómo los protegerán, quién 
o quienes tendrán el acceso a ellos y cuánto tiem-
po los tendrán?, sin embargo, prácticas indebidas 
como la venta de cartera vencida de bancos y el 
tráfico de bases de datos en el mercado negro van 
en aumento. Hoy en día muchas de las extorsio-
nes, amenazas, fraudes y otros delitos, han au-
mentado por el acceso indiscriminado a nuestros 
datos personales. Debido a lo anterior, el Congre-
so de la Unión aprobó desde el 2010 la Ley Fede-
ral de Protección de Datos Personales en Pose-
sión de Particulares, misma que tiene como 
objetivo regular el derecho a la autodeterminación 
informativa, esta ley entró en vigor el 6 de julio de 
2010, sus disposiciones son aplicables a todas la 
personas físicas o morales del sector público y pri-
vado que lleven a cabo el tratamiento de datos 
personales en el ejercicio de sus actividades; por 
lo tanto, empresas como bancos, aseguradoras, 
hospitales, escuelas, compañías de telecomuni-
caciones, asociaciones religiosas, y profesionistas 
como abogados, médicos, entre otros, se encuen-
tran obligados a cumplir con lo que establece la 
referida ley. Pero para reforzar nuestros derechos 
a la protección de datos personales con fecha de 
7 de febrero de 2014, fueron publicados en el Dia-
rio Oficial de la Federación reformas y adiciones a 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de transparencia y protec-
ción de datos personales, mediante las cuales se 
dispuso que el Congreso de la Unión debía emitir 
la Ley General de Protección de Datos Personales 
en Posesión de Autoridades, Entidades, Órganos 
y Organismos Gubernamentales de todos los ni-
veles de gobierno, así en diciembre de 2016 el 
Congreso federal aprobó la Ley General de Pro-
tección de Datos Personales en Posesión de Su-
jetos Obligados, misma que entrara en vigor en 
enero de este año. Estos sujetos obligados son 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos 
de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 

órganos autónomos, Partidos Políticos, fideicomi-
sos y fondos públicos, sindicatos y cualquier otra 
persona física o moral que reciba y ejerza recur-
sos públicos o realice actos de autoridad en el ám-
bito federal, estatal y municipal. Esta ley estable-
ció en su artículo transitorio segundo que la Ley 
Federal de transparencia y acceso a la informa-
ción pública, las demás leyes federales y las leyes 
vigentes de las entidades federativas en materia 
de protección de datos personales deberían ajus-
tarse a las disposiciones previstas en esta norma 
dentro de un plazo de seis meses siguientes, con-
tados a partir de la entrada en vigor de la presente 
ley. En concordancia con esta disposición, un ser-
vidor en representación de la fracción parlamenta-
ria del Partido Acción Nacional, presentó  el 26 de 
mayo del presente 2017, una iniciativa para expe-
dir nuestra ley local en materia de protección de 
datos personales, misma que fue turnada a la Co-
misión de Vigilancia de la Cuenta Pública y Trans-
parencia de este Honorable Congreso, analizada, 
discutida y enriquecida con propuestas de los Par-
tidos Revolucionario Institucional, Verde Ecologis-
ta y MORENA y recientemente aprobada. En este 
dictamen quedó integrado por 133 artículos, en 
diez títulos, el título primero correspondiente a las 
disposiciones generales se establecieron con pun-
tualidad las responsabilidades en el cumplimiento 
de esta ley, las definiciones, formas de interpreta-
ción, la supletoriedad de este ordenamiento entre 
otros casos. En el título segundo denominado 
“Principios y deberes” quedaron insertos los me-
canismos de protección ante situaciones como el 
engaño y el fraude materializando principios como 
la obtención del consentimiento previo, sus carac-
terísticas, elementos y sobre todo, datos sensibles 
y las causales por las cuales podrían ser conside-
rados los casos de excepción. El título tercero de-
sarrolla los conocidos como derechos ARCO, ac-
ceso, rectificación, cancelación y oposición; siendo 
que a través de las ya existentes unidades de 
transparencia, es posible que el titular o su repre-
sentante acreditado solicite cualquiera de estos 
derechos en forma gratuita. El título cuarto corres-
ponde a la posibilidad de que el titular tenga acce-
so a los formatos electrónicos del responsable, así 
como a transferir su información de un sistema a 
otro bajo ciertos lineamientos. El título quinto se 
establecen las acciones preventivas en materia de 
protección de datos personales conforme a la ley 
general y se dispone que el instituto emita las re-
glas de operación del registro en el que se inscri-
birán aquellos esquemas de mejores prácticas 
validados o reconocidos. En el título sexto se esta-
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blecen las nuevas obligaciones del comité y uni-
dad de transparencia de cada responsable en ma-
teria de protección de datos personales y ambos 
se constituyen como los organismos garantes de 
la ley estatal. El título séptimo dota de atribuciones 
al instituto como el órgano encargado de vigilar  el 
cumplimiento de esta ley. Dentro de los títulos oc-
tavo, noveno y décimo, se previene el procedi-
miento de impugnación en materia de protección 
de datos personales en posesión de los responsa-
bles, el recurso de revisión y de inconformidad, las 
medidas de apremio, responsabilidades y sancio-
nes por el incumplimiento de esta ley. De esta ma-
nera los yucatecos contarán con mecanismos 
para la protección de sus datos personales, brin-
dando las condiciones para evitar cualquier mal 
uso de su información que le concierne preservan-
do en todo momento el control y aplicación sobre 
las nuevas tecnologías de la información. Esta ley 
presentada por la fracción parlamentaria de Ac-
ción Nacional, representa un avance significativo 
porque otorga a las personas el control del trata-
miento efectuado por terceros sobre la informa-
ción de ellas mismas, lo que se vincula estrecha-
mente con la dignidad humana y el libre desarrollo 
de la personalidad. Estimados y estimadas com-
pañeras, compañeros Legisladores, es innegable 
que hoy día es común que tengamos que propor-
cionar nuestros datos personales para adquirir 
bienes o servicios por control, por historial, por trá-
mites y gestiones ante las dependencias públicas 
y hasta por seguridad, aunado a esto, el desarrollo 
tecnológico en la necesidad de eficientar el alma-
cenamiento de información que incluye bases de 
datos personales se ha vuelto muy común, pero al 
mismo tiempo se han desarrollado malas prácti-
cas, por ello pido el voto a favor de este dictamen 
para dotar a nuestro estado de una ley que forta-
lezca nuestro estado de derecho, nuestras institu-
ciones, nuestra seguridad y que incluso, fomente 
una cultura del buen uso de nuestros datos perso-
nales. Es cuanto Diputada Presidenta”.

A continuación, se le concedió 
el uso de la palabra a favor a la                                                      
Diputada Jazmín Yaneli Villanueva 
Moo, quien expuso: “Buenos días a 
todos Diputadas y Diputados, me-
dios de comunicación que hoy nos 

acompañan. El tema puesto a consideración de 
esta Soberanía contiene elementos que sin duda 
alguna protegerán los datos de los ciudadanos y 
el estado deberá salvaguardarlos como parte de 
sus derechos fundamentales. Como la expedición 

de la Ley de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Sujetos Obligados, particulares 
del estado de Yucatán, se hace obligatorio su 
correcta aplicación y tratamiento por los sujetos 
obligados. El dictamen en discusión como en él 
se indica, contiene las aportaciones de las dis-
tintas representaciones y fracciones legislativas, 
cabe mencionar que algunas de las propuestas 
vertidas como representante de MORENA, fueron 
incorporadas en este producto final de las cuales 
se destacan el poder reforzar el término de con-
sentimiento y brindar mayores elementos a la de-
finición de datos personales, ya que al contar con 
una buena definición de estos conceptos se garan-
tiza que no exista una interpretación contraria por 
quienes aplican la norma. Algunas de las propues-
tas que se presentaron y que no se encuentran en 
el dictamen, tenían como finalidad garantizar los 
derechos de los ciudadanos para decidir sobre la 
utilización de sus datos personales por los sujetos 
obligados, es decir, se propuso que fuera obliga-
torio por regla general recabar el conocimiento ex-
preso, de esa manera se evita que el ciudadano 
cargue el peso de solicitar por escrito que no sean 
utilizados sus datos personales para cualquier fin 
y que sean los sujetos obligados quienes tuvie-
ran que recabar el consentimiento por el medio 
que fuera pertinente, ya que en la realidad son 
pocos los ciudadanos que tienen el conocimiento 
o información necesaria para saber el alcance de 
esto. Por ello también, se propuso que se inclu-
yera dentro de los elementos del consentimiento 
el factor de inequívoco, entendido como la inten-
ción o manifestación expresa del titular y sin lu-
gar a deducciones para la utilización y tratamiento 
de sus datos personales. El producto legislativo 
es sin duda, un avance en la materia que deja 
a Yucatán en sintonía con la legislación general 
brindando certidumbre legal a los ciudadanos res-
pecto de la protección de sus datos personales, 
permitiendo mayores herramientas para evitar 
que se utilicen con fines políticos o electorales, los 
padrones de beneficiarios de programas sociales 
o que un padrón de afiliados como el Partido Movi-
miento Ciudadano se pueda consultar en una pá-
gina electrónica ajena instituto que lo resguarda. 
Asimismo, se abona para que terceras personas 
no incurran en violaciones graves a la privacidad 
de datos personales o para evitar el espionaje el 
cual se ha documentado en muchos medios por 
todo el país. También con ello, se evita hacer mal 
uso de las tecnologías invasivas sin que nadie la 
autorice, expresa de la autoridad correspondiente 
en casos plenamente justificados, sin embargo, la 
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correcta observancia y aplicación deberá conjugar 
una gran voluntad política, asimismo, será el esta-
do quien deberá garantizar la protección de datos 
personales de los individuos. Por esta razón es 
que el voto de MORENA en el presente dictamen 
será a favor, ya que con ello se brinda mayor cer-
tidumbre legal a los ciudadanos como titulares del 
derecho. Es cuanto”.

No habiendo más intervenciones, por lo que 
considerándose suficientemente discutido el dic-
tamen en lo general, en forma económica, por 
unanimidad; se sometió a votación el dictamen en 
lo general, en forma económica, siendo aprobado 
por unanimidad.

Seguidamente, la Presidenta puso a discusión 
el dictamen en lo particular, indicándole a los Di-
putados que deseen hacer uso de la palabra en 
contra, inscribirse con el Secretario Diputado Ra-
fael Gerardo Montalvo Mata y los que deseen ha-
blar a favor, con la Secretaria Diputada María del 
Rosario Díaz Góngora, recordándoles que pueden 
hacer uso de la palabra hasta cinco Diputados a 
favor y hasta cinco Diputados en contra.

No habiéndose inscrito ningún Diputado para 
la discusión, se sometió a votación el Dictamen 
relativo a la Iniciativa que expide la Ley de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado de Yucatán en lo particular, 
en forma económica, siendo aprobado por unani-
midad. En tal virtud se turnó a la Secretaría de 
la Mesa Directiva para que proceda a elaborar la 
Minuta del asunto aprobado y a la Secretaría Ge-
neral para recabar las firmas correspondientes.

La Presidenta con fundamento en el artículo 
84 del Reglamento de la Ley de Gobierno del Po-
der Legislativo del Estado de Yucatán, solicitó la 
dispensa del trámite de lectura de la Minuta del 
asunto aprobado, en forma económica, siendo 
aprobada por unanimidad. 

IV.- En el punto correspondiente a 
los asuntos generales, solicitó y se 
le otorgó el uso de la voz al Diputa-
do José Elías Lixa Abimerhi, quien 
señaló: “Buenas tardes a todos los 
presentes. Con el permiso de mis 

compañeras y compañeros Diputadas y Diputa-
dos. De la Mesa Directiva. Ciudadanos que nos 

acompañan. El 4 de octubre del año 2016, presen-
té ante esta Soberanía la iniciativa para reformar 
la Constitución y algunas leyes en materia de de-
recho a la identidad, misma que se turnó el 15 de 
diciembre para después ser discutida y aprobada, 
el 19 de junio del presente año se publicó el de-
creto número 492 del 2017 en el que se modifica 
la Ley del Registro Civil del Estado de Yucatán. 
Particularmente el artículo 114 de esta Ley, que 
presenté, que fue aprobada, pugnaba por la no ca-
ducidad de las actas, todos conocemos bien esta 
reforma, fue de tal importancia que como nunca, 
como nunca en la historia de este Congreso, gru-
pos parlamentarios incluso, pagaron desplegados 
en los medios de comunicación para que cono-
cieran el sentido de su voto, cosa que sin duda 
celebré, cosa que sin duda, el grupo parlamenta-
rio del PAN celebró, cuando una minoría propone 
una ley tan importante y grupos de mayoría salen 
a promover el sentido de su voto, significa que 
es de gran envergadura esta decisión, que es de 
gran importancia para la sociedad; desafortunada-
mente, la promoción que le hemos dado todos los 
Diputados a esta iniciativa, no ha sido suficiente, 
al parecer organismos dependientes de la Secre-
taría de Educación o de la UADY, no han enterado 
a todas sus escuelas de que ya no pueden exigir 
actas con un tiempo de vigencia, con un tiempo 
de emisión o diciéndolo en sentido coloquial, que 
ya no caducan. Hemos estado recibiendo reportes 
que diversas primarias, secundarias y preparato-
rias, están exigiendo actas de nacimiento emiti-
das en los últimos tres meses, lo cual no solo es 
contrario a lo que se señala el artículo 114 de la 
Ley del Registro Civil del Estado de Yucatán, sino 
que es una violación a la Constitución de nues-
tro estado, porque están dejando de reconocer la 
identidad de los yucatecos. Hay que recordar que 
la modificación constitucional amplía el derecho 
a la identidad, por lo tanto, el grupo parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, hace un enérgi-
co llamado a todas las instituciones públicas del 
estado de Yucatán, para que desde ya, dejen de 
violar la ley, enteren a todos sus organismos de 
la modificación que este Congreso ha resuelto y 
que en beneficio de las familias yucatecas, hemos 
aprobado por unanimidad, todos los grupos par-
lamentarios y Diputados de este Congreso. Los 
veinticinco Diputados resolvimos que a partir de 
la emisión de este decreto, es decir el 19 de ju-
nio, es ilegal ponerle vigencia al quiénes somos, 
en dónde nacemos, hijos de quiénes somos, por 
la vigencia permanente mientras sean legibles de 
los derechos que constituyen el derecho a la iden-
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tidad. Así como todos salimos a promover nuestra 
aprobación, hoy es tiempo de promover que nadie 
viole la ley y que la economía de los yucatecos se 
vea beneficiada por un lado, pero sobretodo, que 
se reconozca la identidad. Ningún yucateco tiene 
vigencia en su identidad, ningún yucateco caduca 
por sus documentos. Muchas gracias”.

Al término de la intervención del               
Diputado Lixa Abimerhi, se le con-
cedió el uso de la tribuna a la                                                           
Diputada María Beatriz Zavala Pe-
niche, quien indicó: “Con el permiso 
de la Mesa Directiva, de mis com-

pañeras y compañeros Legisladores y de todos 
los que nos acompañan en esta sesión. Al prin-
cipio de esta Legislatura, muy al principio de esta 
Legislatura, el segundo mes de esta Legislatura, 
presenté a nombre del grupo parlamentario de 
Acción Nacional, una iniciativa para que el esta-
do de Yucatán, cuente con una Ley de Desarrollo 
Social, que pueda cumplir funciones similares a 
las que en el ámbito nacional se cumplen para la 
regulación de los recursos destinados al combate 
a la pobreza y al desarrollo social, para que estos 
recursos no tengan un uso distinto a los objetivos 
que persiguen, que es precisamente que quienes 
padecen pobreza, tengan una mejor calidad de 
vida a través de programas que ayuden a darles 
estas condiciones y también que propicien la su-
peración de la pobreza mediante el desarrollo so-
cial. En el ámbito nacional, los programas federa-
les de desarrollo social son evaluados para medir 
su impacto, es decir, si los objetivos para los que 
fueron creados estos programas y para los que 
se destinan recursos públicos están realmente 
cumpliendo con el mejoramiento de la calidad de 
vida en sus destinatarios y están propiciando que 
México tenga menos pobres. También se mide 
la evolución de la pobreza, existe el CONEVAL, 
una institución autónoma que está regulada por 
un Consejo de Académicos de muy alto nivel, de 
reconocidas instituciones académicas y es quizás, 
uno de los o quizás el único yo diría o el organis-
mo mejor evaluado con credibilidad en la opinión 
pública. Cuando el CONEVAL mide la pobreza 
en México y habla del impacto de los programas 
sociales y de sus objetivos, la opinión pública le 
cree al CONEVAL, es decir, nos da certeza que 
esos recursos públicos están siendo bien emplea-
dos. En cambio en nuestro estado al no contar 
con una Ley de Desarrollo Social, pues tenemos 
programas sociales del gobierno estatal, incluso 
de los municipios, yo diría particularmente Mérida, 

porque es un municipio grande, los demás pues 
tienen mucho menos población y mucho menos 
recursos para programas sociales, pues no se 
está evaluando si realmente estos programas es-
tán cumpliendo con sus objetivos, si realmente no 
se destina al uso de esos recursos para otros fines 
de tipo político, de tipo electoral y no para el real 
combate a la pobreza y el mejoramiento de vida 
de la población, que pues es bastante amplia en 
Yucatán la población que se encuentra en pobreza 
y todavía tenemos altos índices de pobreza extre-
ma, que es la pobreza más lacerante, la pobreza 
con la que no se cuenta ni siquiera con lo nece-
sario para una buena alimentación y una buena 
nutrición. Organismos sociales, organizaciones 
sociales, organizaciones cívicas, así como acadé-
micos y especialistas en el tema han planteado la 
necesidad de que Yucatán cuente con una Ley de 
Desarrollo Social, han hecho foros públicos, hubo 
uno en el Hideyo Noguchi y participaron estas or-
ganizaciones y especialistas en la materia y aquí 
hemos hecho caso omiso, en este Congreso, caso 
omiso a la ciudadanía y a los expertos que están 
hablando de la necesidad de contar con una Ley 
de Desarrollo Social. Por eso yo exhorto a quie-
nes se encargan, a la Mesa Directiva, a la Junta 
de Gobierno si es así, a quienes se encargan de 
darnos el orden del día y el orden de los trabajos 
que vamos sacando y que vamos analizando y 
que vamos logrando servir a los ciudadanos con-
virtiendo esas necesidades de regulación de dis-
tintos ámbitos en leyes, a que lo hagamos cuanto 
antes posible. Estamos ya en uno de, pues, pues 
no el último, pero si ya muy cerca de los últimos 
períodos de sesiones de esta Legislatura, no nos 
vayamos en blanco sin una Ley de Desarrollo So-
cial, no nos vayamos dejando a los yucatecos con 
la incertidumbre de que los recursos destinados 
a quienes más lo necesitan no están cumpliendo 
con sus fines, que son fines necesarios y que creo 
que los ciudadanos saben que recursos públicos 
destinados a la pobreza deben ser los más vigila-
dos, los más cuidados, porque van precisamente 
a quien más lo necesita. Muchas gracias”. 

Finalizada la exposición de la            
Diputada Zavala Peniche, se le otor-
gó el uso de la palabra al Diputado 
Evelio Dzib Peraza, quien expresó: 
“Buenas tardes. Con el permiso de 
la Mesa Directiva. Compañeros Di-

putados, mis compañeras Diputadas. Público que 
nos acompaña, medios de comunicación. Hago 
uso de la voz, para comentar algunos aspectos 



41

TERCER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES
Mérida, Yucatán a 11 de Julio de 2017.

importantes que tienen que ver con el desarrollo 
económico de nuestro estado. En Yucatán en los 
últimos años, se vive un crecimiento en diferentes  
sectores de su economía destaca el industrial por 
su crecimiento, por su consolidación. De manera 
muy importante sobresale las inversiones en la in-
dustria cervecera, todo ese desarrollo económico 
que ayuda a una mayor cantidad de empleos, me-
jor remunerados, empleos directos, empleos indi-
rectos, el desarrollo económico es un tema vital 
en cualquier estado, es importante señalar que el 
desarrollo económico de una entidad no es úni-
camente se circunscribe a un área de responsa-
bilidad federal, estatal o municipal. El desarrollo 
económico es producto de una compleja relación 
de variables en todos los niveles de las socieda-
des y de los poderes que conforman un estado, 
es necesario impulsar los sectores estratégicos 
que contribuyan a fortalecer la competitividad, el 
trabajo y el empleo son importantes, pero lo que 
hace realmente la diferencia es la competitividad. 
La competitividad, no es una medida, no es un nú-
mero duro, se mide en relación con los demás, en 
relación con los demás competidores, en relación 
a los mercados. En Yucatán para, como todos sa-
bemos, ha habido grandes inversiones en el área 
cervecera con el grupo Modelo, con todos ese cre-
cimiento económico y ese desarrollo que se está 
dando en esa parte de nuestro estado en Hunuc-
má y los pueblos circunvecinos y que va más allá 
inclusive de nuestro propio estado. La actividad 
cervecera tiene una tradición en Yucatán iniciada 
en su momento por la gran cervecería yucateca 
en el año de 1886, hace 130 años, en el 2002 tuvo 
un cierre, un ciclo histórico en el cual se cerró, se 
cerró la cervecería yucateca desde esa fecha un 
grupo de empresarios yucatecos innovadores, le 
apostaron a recuperar uno de los productos que 
más ha promovido la economía de nuestro esta-
do. Hoy podemos hablar de 13 empresas que le 
dan empleo aproximadamente a 360 personas, 
un promedio como de 30 personas por empresa. 
Estas empresas yucatecas, productoras de dicha 
cerveza se abren paso en el mercado para apro-
vechar una oportunidad en la apertura del consu-
mo gourmet y Premium en el estado y en el país. 
El valor de la bebida tradicional y artesanal radica 
en la fidelidad de las recetas originales de la tradi-
ción europea, agua, lúpulo, malta y levadura. De 
ninguna manera, no se trata de una competencia 
con las grandes empresas, sino de un comple-
mento para satisfacer en gustos y paladares de 

los consumidores de cereza, en este sentido pro-
ponemos la iniciativa para modificar la Ley de Sa-
lud y la Ley General de Hacienda, ambos del es-
tado de Yucatán, para efecto de incorporar entre 
los establecimientos que requieren determinación 
sanitaria a los productores de cerveza artesanal. 
Compañeras y compañeros Diputados, esta inicia-
tiva tiene como finalidad dar certeza y certidumbre 
jurídica a los pequeños productores de cerveza 
artesanal y abrir el camino para acceder a fuentes 
de financiamiento, a programas y proyectos que 
se desarrollan en esta área, en esta materia eco-
nómica. Por lo anterior, me permito hacer entrega 
de forma impresa y digital la iniciativa que junto 
con mis compañeros y compañeras Diputados y 
Diputadas de la fracción parlamentaria del PRI 
elaboramos. Es cuanto. Muchas gracias”.

La Presidenta de la Mesa Directiva, de confor-
midad con lo establecido en los artículos 34 frac-
ción VII de la Ley de Gobierno del Poder Legis-
lativo del Estado de Yucatán y 82 fracción IV del 
Reglamento del precepto jurídico antes invocado, 
turnó la iniciativa a la Secretaría de la Mesa Direc-
tiva para los efectos correspondientes.

V.- No habiendo más asuntos que tratar 
se propuso la celebración de la siguiente 
sesión, para el día jueves trece de julio 

del año en curso, a las diez horas, siendo aproba-
do por unanimidad. 

VI.- Se clausuró formalmente la sesión, siendo 
las doce horas con treinta y dos minutos del día 
once del propio mes y año, levantándose la pre-
sente acta, que se firma para su debida constan-
cia por los integrantes de la Mesa Directiva.

PRESIDENTA:

(RúBRICA)
DIP. VERÓNICA NOEMÍ CAMINO FARJAT.

SECRETARIOS:

(RúBRICA)
  DIP.  MARÍA DEL ROSARIO DÍAZ GÓNGORA. 

(RúBRICA)
DIP. RAFAEL GERARDO MONTALVO MATA.


